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Introducción 
 
El presente documento explora la relación entre la pobreza y el medioambiente, enfatizando la 
necesidad de equilibrar la protección medioambiental con el desarrollo social, de cara al desafío que 
representa el cambio climático para Chile. Asimismo,  profundiza en el rol de la sociedad civil 
organizada para la promoción de la resiliencia, y el potencial rol que podrían jugar las Fundaciones 
Hogar de Cristo para contribuir a este objetivo. En concreto, se plantean las siguientes ideas fuerza: 

1. Las personas en situación de pobreza y exclusión social son las más vulnerables a los 
desequilibrios medioambientales, como la contaminación o los desastres naturales. Respecto al 
cambio climático, este fenómeno tiende a “empujar” a los hogares vulnerables a la pobreza, y a 
mantener a los hogares pobres en ella. Sin embargo, las amenazas específicas a las que se ven 
expuestas dependen principalmente del contexto territorial que habitan. En este sentido, se 
sostiene que las políticas de protección contra los efectos negativos del cambio climático deben 
considerar un fuerte componente contextual, en la medida que las iniciativas a nivel local tienden a 
ser más pragmáticas y sensibles al territorio que las pensadas uniformemente a escala nacional 
(Rayner y Malone, 2001). 

2. Las políticas dirigidas a reducir las causas y los efectos del deterioro medioambiental tienen el 
potencial de perjudicar a las personas en situación de pobreza y vulnerabilidad cuando son 
diseñadas sin considerar criterios de equidad y justicia medioambiental, es decir, sin contemplar 
la decisión de todos los posibles afectados sobre cómo deben distribuirse las cargas y los beneficios 
de esas políticas (Olsson et al., 2014; Robinson & Shine, 2018). Por lo mismo, la protección del 
medioambiente debe ir acompañada de medidas que permitan compensar a las personas en 
situación de pobreza y vulnerabilidad, que puedan verse especialmente perjudicadas como 
consecuencia de una mala distribución de los costos que implica mitigar el daño al ecosistema. Este 
resguardo constituye una condición necesaria para hacer bien el bien. 

3. En línea con lo anterior, el concepto de resiliencia refiere a la capacidad de las personas, hogares, 
comunidades y naciones en general para afrontar situaciones adversas, dentro de las cuales se han 
destacado los desastres naturales y la contaminación. Pero el concepto de resiliencia no especifica 
cómo se debe fortalecer esta capacidad, por lo que si bien puede servir para reducir la 
vulnerabilidad de las personas en situación de pobreza, también puede ser a costa de su bienestar 
en el largo plazo (Béné et al., 2016). Por ello resulta pertinente que las ONGs velen porque su 
definición y aplicación esté provista de un trasfondo ético que inspire medidas adecuadas a los 
ideales de equidad y justicia social, de tal modo que personas, hogares y comunidades no renuncien 
al cumplimiento de sus derechos fundamentales como forma de “adaptarse” de mejor modo a la 
contaminación o a los desastres naturales.  

Si bien la sociedad en su conjunto es responsable de promover la resiliencia social –en especial el 
Estado-, la sociedad civil cumple un rol primordial en la construcción de resiliencia a nivel nacional, 
tal como se ha estipulado en los dos marcos internacionales más relevantes en materia de gestión 
de riesgo de desastres1. De modo más específico, las ONGs2 abocadas a promover el desarrollo 
humano -dentro de las cuales se encuentran las Fundaciones Hogar de Cristo-, cuenta con diversos 
recursos y medios de acción para estimular el desarrollo de las capacidades y la agencia a nivel 
individual y comunitario, tanto para fomentar el capital social a nivel comunitario como para 

                                                           
1 El Marco de Acción de Hyogo (2005-2015) y el Marco de Sendai (2015-2030). 
2 Organizaciones no gubernamentales.  
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participar en distintas fases del ciclo de gestión de riesgos. Por lo mismo, la acción social que realizan 
Fundaciones Hogar de Cristo está expuesta a riesgos y oportunidades que impactan directa e 
indirectamente en su población objetivo: los más pobres entre los pobres, y también a quienes han 
logrado superar su situación de pobreza o se encuentran avanzando en este proceso. Como plantea 
el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), en su Informe de Desarrollo Humano 
2014 dedicado a la resiliencia humana, los logros en el plano del desarrollo humano alcanzado a lo 
largo de las últimas décadas pueden verse amenazados por el efecto de los desastres naturales, o 
en otras palabras: 

“si las personas siguen corriendo el riesgo de recaer en la pobreza debido a factores 
estructurales y vulnerabilidades persistentes, el progreso del desarrollo continuará siendo 
precario. La erradicación de la pobreza no es solo cuestión de “llegar a un punto cero”, sino 
también de permanecer allí.” (PNUD, 2014, p. ii).  

Así, la reducción de la pobreza es necesaria para que la humanidad esté mejor preparada ante las 
inclemencias del cambio climático, misión en la que la sociedad civil organizada tiene un rol 
protagónico.  

El presente documento se encuentra estructurado de la siguiente manera. En la primera sección se 
define el concepto de desarrollo sostenible, como marco normativo que orienta los esfuerzos por 
equilibrar la reducción de la pobreza, la protección medioambiental y el crecimiento económico. En 
la segunda sección se plantean los antecedentes conceptuales y empíricos sobre la relación entre 
la pobreza y el medioambiente. En la tercera sección se presenta una caracterización general del 
caso chileno, principalmente en base a datos de la Encuesta de Caracterización Socioeconómica 
Nacional (CASEN) 2017 y otros datos secundarios. Finalmente, en la cuarta sección se detalla el rol 
de la sociedad civil organizada en la promoción de la resiliencia comunitaria, así como cuáles son 
sus posibles aportes concretos a este propósito.    
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1. Desarrollo sostenible 
 
El desarrollo de las capacidades individuales y colectivas, entendido como condición para alcanzar 
la libertad y el bienestar de las personas, corresponde a solo una de varias dimensiones que 
coexisten, interactúan y se influyen mutuamente. Por ejemplo, la felicidad de las personas está 
estrechamente ligada a su capacidad para llevar una vida sana, la cual depende tanto de la 
mantención de un entorno libre de contaminación, como de su acceso oportuno a servicios de salud 
de calidad. En otras palabras, la salud de las personas depende en gran medida de la preservación 
de entornos habitables, y del establecimiento de un sistema económico equitativo. Si bien el 
crecimiento económico es fundamental para garantizar que todos los seres humanos disfruten de 
más y mejores bienes y servicios, este se vuelve contraproducente cuando se mantiene a costa de 
la depredación medioambiental y cuando sus beneficios se concentran en un número reducido de 
personas. En este escenario, la degradación medioambiental y la desintegración social3 vuelven 
insostenible el crecimiento económico, derivando presiones constantes por parte del 
medioambiente y de la sociedad para retomar una relación armónica entre las tres dimensiones.  
 
Figura N°1: El crecimiento económico se sostiene a expensas de las otras dimensiones, derivando 

en un desarrollo insostenible

 

Fuente: Elaboración propia, a partir de Mensah (2019) 

Así, las personas, la economía y el medioambiente conforman cada uno un sistema con sus propias 
lógicas, necesidades, y medios para aportar al resto. La mantención de un balance armónico entre 
los tres ámbitos es indispensable para garantizar un desarrollo humano sostenible en el largo 
plazo4, que asegure el pleno goce de las libertades individuales de manera equitativa a quienes que 

                                                           
3 La desintegración social, como concepto opuesto a la “cohesión social”, es propicia para el surgimiento de 
conflictos entre distintos grupos, existiendo la mayoría de las veces demandas por un mayor reconocimiento, 
inclusión en la toma de decisiones, y una mayor redistribución de los recursos (Chan, et al., 2006). 
4 Como plantea el papa Francisco parafraseando a Benedicto XVI en la Carta Encíclica Laudato si’: “existe una 
<<ecología del hombre>> porque <<también el hombre posee una naturaleza que él debe respetar y que no 
puede manipular a su antojo>>” (Papa Francisco, 2015, p. 120).  

Personas

EconomíaMedioambiente

Inequitativo 

Desarrollo 
Insostenible 

Inviable 

Insoportable 
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componen la sociedad actualmente, y que garantice a las próximas generaciones los recursos 
suficientes para acceder a una calidad de vida digna.   

Figura N°2: Relación armónica entre las tres dimensiones del desarrollo, permitiendo un desarrollo 
sostenible

  

Fuente: Elaboración propia, a partir de Mensah (2019) 

Sobre lo anterior, el concepto de sostenibilidad describe –a grandes rasgos- algo que es capaz de 
mantenerse o perdurar a lo largo del tiempo. El desarrollo sostenible, por lo tanto, es un tipo de 
desarrollo en el que avanzar en una dimensión no significa retroceder en otra.  

A escala internacional, el desarrollo sostenible5 ha sido adoptado como eje rector por los 193 países 
que componen la Organización de Naciones Unidas (ONU), plan que se ha sido acordado a través de 
la Agenda 2030 y sus Objetivos de Desarrollo Sostenible6 (ODS), un conjunto de medidas para 
promover de modo integral el desarrollo social, económico y medioambiental a escala global 
(Kabeer, 2010). La Agenda 2030, por ende, no concibe las esferas del desarrollo como universos 
aislados entre sí, puesto que los cambios en una pueden impactar positiva o negativamente en las 
demás (Le Blanc, 2015). Los ODS expresan esta visión, representada en su naturaleza indivisible7 y 

                                                           
5 Cabe destacar que no existe consenso actualmente sobre el significado preciso del concepto desarrollo 
sostenible, aunque la definición más citada se encuentra en el Informe Brundtland (Rivera et al., 2017). Según 
este documento, el desarrollo sostenible “trata de satisfacer las necesidades y las aspiraciones del presente 
sin comprometer la facultad de continuar haciéndolo en el futuro” (ONU, 1987). 
6 Los ODS son 17 en total, los cuales se desagregan en 169 metas (Sachs, 2014).  
7 Ya que los objetivos están integrados entre sí (Mensah, 2019). 
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universal8. De esta manera, la ambición de estos objetivos está en delimitar directrices para 
erradicar la pobreza al 2030, utilizando los recursos naturales de manera responsable9. 

Ahora bien, la definición y masificación del concepto de desarrollo sostenible a escala mundial no 
es un hecho casual. La humanidad ya ha comenzado a enfrentar las consecuencias un proceso que 
ha sido descrito por la ONU como la mayor amenaza para su sobrevivencia (The Guardian, 2019). 
El impacto del ser humano en el ecosistema terrestre lo ha modificado hasta tal punto, que muchos 
científicos han reconocido la entrada del planeta tierra en una nueva época geológica: el 
Antropoceno10. Esta época se caracteriza por transformaciones dramáticas en la superficie y el 
subsuelo terrestre, con cambios significativos a nivel atmosférico que, de no modificar 
sustancialmente la conducta de los seres humanos, harán difícil o inviable la vida humana tal y como 
la conocemos hoy en día. 

El concepto de cambio climático engloba un conjunto de transformaciones planetarias que derivan 
del calentamiento global. Para entender este último proceso, es necesario considerar que la 
temperatura de la superficie terrestre depende particularmente de la radiación solar y su efecto en 
la atmósfera, alcanzando un promedio a nivel global de 15°C. Desde hace décadas, la comunidad 
científica mundial ha evidenciado cambios en el sistema climático terrestre asociados al incremento 
de la temperatura de la Tierra. Este proceso, denominado como calentamiento global, se explica 
por la “creciente emisión de gases de efecto invernadero (GEI), particularmente de dióxido de 

carbono (CO2) asociado al consumo de combustibles fósiles” (Pinto, 2019, p. 3). Si bien el CO2 es 
necesario para la mantención de la temperatura en la tierra dentro de márgenes aptos para la vida 
humana, “estamos emitiendo más GEI de lo que nuestro planeta y su atmósfera es capaz de 
absorber” (Pinto, 2019, p. 3).  

En línea con lo anterior, la deforestación, la contaminación de los océanos, la sobre-explotación del 
suelo fértil, la extinción de especies animales producto de la caza indiscriminada y la pérdida de 
hábitats, entre muchas otras prácticas que atentan contra el medioambiente, surgen como 
ejemplos de actividades económicas que no solo ponen en riesgo la misma productividad, sino que 
también comprometen directa e indirectamente el bienestar de las personas, afectando primero y 
con mayor proporción e intensidad a las personas en situación de pobreza (Olsson et al., 2014; 
Allen et al., 2018; Hallegatte et al., 2014; Leichenko & Silva, 2014), como se desarrolla en la siguiente 
sección. 

 

 

 

 

                                                           
8 En la medida que son extensibles tanto a los países en vías de desarrollo como a los países desarrollados 
(Pogge & Sengupta, 2015). 
9 De este modo, los ODS y sus metas establecen condiciones mínimas de bienestar humano, crecimiento 
económico y protección del medioambiente, que sirven de horizonte ético para las políticas sociales de las 
Fundaciones Hogar de Cristo, y como herramienta operativa que permite evaluar las brechas de sus 
poblaciones objetivo. 
10 No existe consenso actualmente sobre el comienzo del Antropoceno. Se ha propuesto el comienzo de la 
agricultura, el inicio de la Revolución Industrial (año 1750), o la aceleración industrial que empezó una vez 
concluida la Segunda Guerra Mundial (1945) (Lewis & Maslin, 2015).  
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2. Pobreza y medioambiente: antecedentes conceptuales y empíricos 
 
Antes de precisar cuáles son los vínculos entre la pobreza y el medioambiente, conviene detallar el 
alcance del concepto “pobreza”. 

Por muchos años, la pobreza ha sido concebida desde un punto de vista exclusivamente monetario, 
lo cual es coincidente con una perspectiva que hace equivaler el bienestar a la cantidad de ingresos 
que recibe una persona u hogar. El concepto de desarrollo humano expande dicha noción, al definir 
el bienestar a partir de las distintas capacidades con las que cuentan las personas para actuar o 
“funcionar” en el mundo (PNUD, 2000). Así, la pobreza puede ser entendida en términos de la 
capacidad de las personas para controlar el curso de sus vidas. Aunque los ingresos monetarios 
continúan siendo relevantes como indicador de bienestar, éste se entiende a partir de múltiples 
dimensiones que, a su vez, representan distintas necesidades y/o espacios que la sociedad provee 
para satisfacerlas. En el campo de los estudios y las políticas que abordan la pobreza, esta 
actualización se expresa en el concepto de pobreza multidimensional (Samuel et al., 2014), cuya 
composición también considera el entorno en el que viven las personas como un factor importante 
del bienestar individual y colectivo.  

En la medición chilena de la pobreza multidimensional, el concepto de entorno se asocia con 
dimensiones del habitar11, “que quedan fuera de la dimensión vivienda; y que son considerados 
como “satisfactores valorados y relevantes” del sistema de necesidades humanas y/o condiciones 
para el ser y hacer de las personas afectadas por la pobreza” (Espinoza et al., 2016, p.3). En otras 
palabras, el entorno engloba la relación de los hogares con el medio circundante, siendo relevante 
en la medida que los hogares no solo viven dentro de sus viviendas, sino que “habitan” el espacio 
más allá de éstas (Espinoza et al., 2016, p.8). Así, el entorno media en el acceso de los hogares a 
recursos necesarios para la satisfacción de sus necesidades, a la vez que puede entregar seguridad 
frente a riesgos externos a la vivienda. De este modo, opera como un “escenario de desarrollo” en 
el que personas, hogares y comunidades se desenvuelven diariamente para adquirir y construir 
habilidades, conocimientos, capacidades, costumbres, identidades, entre muchos otros elementos.  

Sin embargo, el entorno también puede influir negativamente en el bienestar de quienes lo habitan. 
Por ejemplo, es posible hablar de asentamientos precarios cuando éstos carecen de servicios 
básicos de salud, educación o fuentes de empleo, o bien, cuando se encuentran a una distancia de 
éstos que dificulta su accesibilidad. Asimismo, los entornos urbanos pueden concentrar a distintos 
grupos de personas en ciertas zonas, encontrándose con un desigual acceso a recursos como  
comercio, áreas verdes, fuerzas de seguridad, entre otros. Este fenómeno se conoce como 
segregación espacial, y se asocia a la creación de comunidades marginadas que suelen ser objeto 
de estigmatización por el resto de la sociedad. Estos problemas sociales presentan sus propias 
causas, lógicas y complejidades, siendo tanto causa como efecto de la pobreza. Sin embargo, de los 
múltiples obstáculos que plantea el entorno para el pleno disfrute de los derechos fundamentales, 
en este documento se abordan aquellos relativos al medioambiente.  

Sobre la relación entre el medioambiente y la sociedad, existe una abundante evidencia empírica 
que demuestra la existencia de una relación fuerte y recíproca entre los sistemas sociales y los 
ecológicos, lo que ha llevado a la comunidad científica a hablar de “sistemas socio-ecológicos” 
(Amar, 2019; Robinson & Shine, 2018). Como plantean diversos investigadores12 (Castro, 2013; 

                                                           
11 Es decir, hacer uso de un determinado espacio.  
12 Además del Papa Francisco por medio de la encíclica Laudato si’ (2015).  
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Hallegatte et al., 2015; Barbier, 2010), la inclusión de la variable medioambiental es crucial para la 
estabilidad de las políticas que buscan erradicar la pobreza en el largo plazo. Sin embargo, se ha 
reconocido que la relación del medioambiente con la pobreza es sumamente compleja, lo cual se 
refleja en los numerosos “canales” (vías, medios o modos) a través de los cuales éste impacta en la 
pobreza, y viceversa. Más específicamente, se han reconocido canales directos e indirectos. Sobre 
los directos, el medioambiente puede implicar -a grandes rasgos- la acción de tres tipos de 
problemas que crean o agravan la pobreza: 

1. Disminución y/o agotamiento de los recursos naturales que permiten a las comunidades, 
hogares y personas satisfacer sus necesidades elementales (alimentación, extracción de energía, 
generación de ingresos, etc.). Se ejemplifica con la deforestación, la pérdida de la biodiversidad, 
la erosión del suelo, entre otros casos (Olsson et al., 2014). 

2. Contaminación del aire, el agua, la tierra o cualquier otro medio indispensable para la vida 
humana, lo cual afecta principalmente la salud de las personas, pero también sus medios de vida 
(ejemplo: pesca artesanal o agricultura) (INDH, 2014, 2015, 2019).  

3. Desastres naturales13 que la mayoría de las veces alteran de modo abrupto y radical el 
funcionamiento normal de la sociedad, generando situaciones de emergencia para revertir sus 
efectos negativos14 (Allen et al., 2018).  

Según la literatura sobre gestión medioambiental, los problemas relacionados a la degradación del 
medioambiente son abordados por políticas que conforman la llamada “agenda verde”, enfocada 
en la protección del ecosistema, la mitigación de las pérdidas y el deterioro de los recursos naturales 
(Bolnick et al., 2006). El segundo tipo de problemas, relativos específicamente a la contaminación, 
forman parte de la denominada agenda “marrón”, enfocada en reducir las amenazas directas a la 
salud humana para reducir la pobreza y proteger el bienestar, trabajando concretamente sobre los 
residuos industriales, la contaminación atmosférica, el saneamiento del agua, etc. (du Plessis, 2015).  

Ahora bien, aunque factores sociales como el desarrollo humano, la riqueza económica y la 
adecuación institucional influyen notablemente en la intensidad de estos problemas, el vínculo 
entre la pobreza y los desequilibrios mencionados depende profundamente de factores 
geográficos contextuales (Yan, 2010). Una misma política para reducir la pobreza puede resultar 
altamente ineficaz en dos territorios distintos, sino se consideran los problemas medioambientales 
específicos que la causan o refuerzan en cada uno. Además, un mismo recurso natural puede 
implicar un distinto impacto en términos económicos, sociales o culturales dependiendo del área, 
comunidad o industria en particular que se aborde. Por lo mismo, si bien es posible identificar planes 
de prevención, mitigación y respuesta para contrarrestar el impacto de los problemas 

                                                           
13 Hablar de desastres “naturales” conlleva desligar la influencia del ser humano en la ocurrencia o en el 
impacto de fenómenos de la naturaleza, como terremotos, tsunamis, inundaciones, etc. Por esa razón en 
sociología se ha optado por hablar de desastres “socio-naturales” para dar cuenta del nexo causal entre la 
emergencia que producen estos eventos y la actividad social (Boin, 2009). 
14 Los desastres se clasifican se tienden a clasificar en dos grandes categorías según su origen: los naturales y 
los antrópicos. Mientras que los desastres de origen natural ocurren como consecuencia de procesos 
geológicos o hidrológicos en los cuales la influencia de la sociedad es prácticamente nula, los eventos de origen 
antrópico son aquellos que se manifiestan a partir de la acción humana, ya sea como efecto de sus procesos 
de desarrollo o bien causados de modo intencional. Según la clasificación empleada por la Oficina Nacional de 
Emergencias (ONEMI), los principales eventos de desastre natural en Chile corresponden a los temporales, los 
sismos y tsunamis, la actividad volcánica, y los ciclos meteorológicos del Niño y la Niña. Los eventos antrópicos, 
por su parte, consideran los incendios forestales, derrames de contaminantes, y los materiales peligrosos (INE, 
2018).  
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medioambientales en las comunidades, hogares y personas en situación de pobreza, no existe un 
fórmula aplicable de modo universal a todos los contextos nacionales, regionales, comunales, o 
locales (Dasgupta et al., 2005). De todas maneras, existen algunas categorías que permiten delinear 
distintos tipos de relaciones generales entre pobreza y medioambiente, como ocurre con la 
distinción entre lo urbano y lo rural.  

En entornos urbanos los problemas medioambientales se asocian particularmente a la 
contaminación medioambiental (agenda marrón), que afecta principalmente a las personas más 
pobres15. En entornos rurales, las personas pobres dependen estrechamente de los recursos 
naturales en su zona o en sectores aledaños, aprovechándolos mediante actividades como la pesca, 
la agricultura, la tala de leña, la ganadería, etc. Por ende, la interacción de los hogares rurales con 
el medioambiente define en gran medida sus medios de vida, entendidos como el conjunto de 
capacidades, activos, y actividades requeridos para ganarse la vida (Olsson et al., 2014). Por lo 
mismo, los impactos medioambientales se encuentran desigualmente distribuidos en la población, 
afectando a quienes más requieren hacer un uso directo de los bienes que provee la naturaleza. La 
evidencia empírica demuestra que, en contextos rurales, el agotamiento de los recursos naturales 
impacta más fuertemente a quienes viven en situación de pobreza y a los hogares vulnerables 
(Castro, 2013). Esta situación no solo incrementa los niveles de pobreza, puesto que además de 
reducir la capacidad de las personas para mantener sus medios de vida, también puede inducirlas a 
utilizar los recursos naturales a un ritmo incompatible con la estabilidad del medioambiente en el 
largo plazo (Olsson et al., 2014; Dasgupta et al., 2005).  

Sobre esto último, la desigualdad y la pobreza incrementan la necesidad de un crecimiento 
económico inorgánico que daña el medioambiente, para compensar a quienes no han podido 
beneficiarse de dicho crecimiento16 (Laurent, 2015). Puesto de otro modo, la necesidad de mayores 
recursos por parte de quienes viven en situación de pobreza o vulnerabilidad, puede aumentar la 
aceptación de la degradación y destrucción medioambiental como alternativa para alcanzar el 
desarrollo (Amar, 2019). Esto es visible, por ejemplo, en el uso de carbón como combustible, en la 
deforestación producto del consumo de leña, o en comunidades con altos niveles de pobreza que 
aceptan la instalación de plantas industriales que, si bien crean empleos, degradan 
significativamente el medioambiente. En el corto y largo plazo, el daño medioambiental deteriora 
la salud de las personas y amenaza sus medios de vida, producto de la contaminación y posible 
sobre-explotación de los recursos naturales. Así, como plantea la Agenda 2030, el crecimiento 
económico puede ser perjudicial si no es realmente inclusivo. (ONU, 2016, p. 9). 

En otro plano, la pobreza compromete la capacidad de comunidades, hogares e individuos para 
adaptarse a cambios medioambientales acelerados (Barbier, 2010). Ante la pérdida de biodiversidad 
marítima, por ejemplo, un pescador artesanal en situación de vulnerabilidad cuenta con menos 
alternativas para “reinventarse” y encontrar otro empleo17, puesto que sus ingresos deben ser 
utilizados en proporción para satisfacer necesidades inmediatas y menos para invertir en capital 

                                                           
15 Ver ejemplos para el caso chileno en la sección 3 del presente documento.  
16 Lo anterior ha llevado a numerosos investigadores y organizaciones a concluir que la desigualdad genera un 
sistema económico menos estable y eficiente, que atenta contra sí mismo, contra el medioambiente y contra 
la sociedad (Baek & Gweisah, 2013; Cardenas, 2007; Stiglitz, 2012). Así la desigualdad y la pobreza pueden 
concebirse como problemas para el medioambiente, y a su vez, la degradación medioambiental puede ser 
abordada como un asunto de relevancia social (Laurent, 2015; Amar, 2019). 
17 Además, la identidad y sentido de pertenencia de la familia se puede ver profundamente afectada, dado 
que dicho tipo de oficios son parte de un legado que se transmite de generación en generación (Schleicher et 
al., 2017).  
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humano (educación) o productivo (emprendimientos) de cara al futuro. Por esta razón, un cuerpo 
significativo de estudios propone que la pérdida de biodiversidad es proclive para la creación y 
mantención de lo que se denomina como trampas de la pobreza (Barret et al., 2011; Béné et al., 
2014; Islam & Walkerden, 2015).  

El concepto de trampas de pobreza refiere a la interrelación de mecanismos que impiden a un país, 
comunidad, hogar o persona superar su situación de pobreza. Dichos factores se refuerzan 
mutuamente, reduciendo los ingresos futuros y ocasionando que la pobreza persista a lo largo del 
tiempo. La dependencia de recursos naturales limitados, la falla de instituciones sociales en el 
cumplimiento de sus objetivos18, y las consecuencias imprevistas de iniciativas públicas o privadas19, 
surgen como ejemplos de mecanismos que tienden a mantener las trampas de la pobreza (Barret 
et al., 2017). 

Más aún, las desigualdades pueden derivar en conductas irresponsables por parte de los gobiernos 
y grupos privilegiados20, dando lugar a deterioros medioambientales y potenciales crisis que afectan 
principalmente a las comunidades, hogares y personas en situación de pobreza y vulnerabilidad 
(Amar, 2019; Laurent, 2015). De esta manera, la brecha entre los estratos socioeconómicos altos y 
bajos no solo se manifiesta en diferencias materiales, también se expresa en una desigual 
capacidad para participar en la toma de decisiones (Stokes & Schmidt, 2011). Al respecto, 
Mascareño y Carvajal (2015) denominan esta desventaja como exclusión por peligro. Según estos 
autores, existen organizaciones que deben tomar decisiones sobre asuntos que pueden afectar a 
muchas personas externas. La instalación de un vertedero o de una central termoeléctrica a base 
de carbón, por ejemplo, además de dañar el ecosistema del sector en el que se emplazan, pueden 
modificar radicalmente el estilo de vida de las comunidades que viven cercanas a esos recintos. 
Cuando esas comunidades presentan una alta concentración de hogares en situación de pobreza 
y/o de vulnerabilidad, pueden carecer del poder suficiente para que sus opiniones, inquietudes o 
preferencias influyan sobre esos proyectos. Como plantean Mascareño y Carvajal (2015): 

 “…un alto número de personas quedan en una situación altamente ambigua: son excluidos 
de procesos organizacionales de toma de determinadas decisiones que eventualmente 
pueden afectarlos, pero son incluidos por esas decisiones como potenciales afectados por las 
consecuencias de ellas […] aquel que está fuera del proceso de decisión y que no es 
consultado o de algún modo considerado en una decisión que irremediablemente le afectará, 
queda fuera de toda posibilidad de evitación o resguardo ante las consecuencias de la 
decisión. Esto ya no es riesgo pues no hay opción de selección ante tales consecuencias; las 
personas quedan sujetas entonces al potencial peligro de una decisión ajena siempre 
riesgosa”. (p. 139) 

                                                           
18 La concesión de derechos de agua a privados, como ejemplo de una medida insólita a nivel mundial que 
representa un problema alojado en la institucionalidad, es una práctica que no considera riesgos inherentes 
al comportamiento humano (interés en el beneficio propio y uso indiscriminado de los recursos naturales, por 
ejemplo), lo cual puede incrementar dramáticamente tanto la pobreza como la degradación medioambiental.  
19 Por ejemplo, la invasión del castor canadiense en el extremo sur de Chile ha conllevado una destrucción 
sustantiva de la biomasa forestal, junto con la pérdida de zonas de pastoreo (dada la inundación de amplias 
extensiones de terreno). De modo conjunto, los pobladores rurales de la zona ven reducidos sus ingresos, y la 
naturaleza experimenta daño producto de la especie (Baldini et al., 2008). Cabe resaltar que la introducción 
de dicha especie corrió por parte del gobierno Argentino en 1964, con el intento de generar un nicho 
productivo mediante la comercialización de su piel. 
20 Como la existencia de asimetrías de información y abuso de poder.   
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Quienes están incluidos en la toma de decisiones asumen el riesgo de que esas decisiones produzcan 
consecuencias que pueden afectarlos. Esta “inclusión por riesgo” se opone a la “exclusión por 
peligro”, que caracteriza a todo aquel potencialmente afectado por esas decisiones, y que al no 
contar con el poder para aceptarlas o rechazarlas, se ven expuestas al peligro que implican. Sobre 
esto último, cabe destacar que las simples actividades “informativas” o “consultivas” resultan 
estériles si las preferencias de las comunidades participantes no son tomadas en cuenta (Tironi, 
2010).  

En línea con lo anterior, en las últimas décadas han surgido diversas aproximaciones para describir 
los esfuerzos de comunidades en situación de pobreza por proteger el medioambiente. El 
denominado ecologismo de los pobres, desarrollado por Joan Martínez Alier (2009), describe cómo 
la desigual distribución de los problemas medioambientales tiende a desencadenar conflictos entre 
las comunidades pobres del hemisferio sur, y grupos económicos provenientes del hemisferio norte. 
Según Alier (2005), las comunidades en situación de pobreza suelen proteger el medioambiente 
tanto por razones económicas (en la medida que sus medios de vida están en la naturaleza), como 
culturales, puesto que durante generaciones han desarrollado percepciones, costumbres y una 
identidad que promueve una relación de admiración y respeto hacia el entorno natural21. Sin 
embargo, esta premisa ha sido cuestionada por autores como Folchi (2002) y Burgos (2014), quienes 
plantean que muchas comunidades en situación de pobreza están habituadas a un estilo de vida 
basado en el consumo. Por ende, cuando ocurren crisis medioambientales que las involucran, suelen 
aprovecharlas para exigir medidas que les permitan superar su situación de pobreza y exclusión 
social22. En este sentido, los conflictos de contenido ambiental no solo visibilizan condiciones y 
procesos que dañan el entorno natural, también pueden evidenciar profundas inequidades 
socioeconómicas.  

Por otro lado, los estilos de vida de diferentes grupos socioeconómicos tienen un desigual impacto 
medioambiental (Laurent, 2015). Sobre esto, el planeta tierra cuenta con una capacidad limitada 
para regenerar recursos naturales que resultan vitales para sostener el consumo humano y para 
absorber los residuos que resultan de éste, lo cual se denomina como biocapacidad. Al contrastar 
la biocapacidad con el impacto medioambiental de la demanda humana de recursos naturales, se 
obtiene la llamada huella ecológica. Cada año, la organización Global Footprint Network estima la 
huella ecológica de cada país. Según datos de 2019, la humanidad supera la capacidad ecológica del 
planeta en un 75%, lo que equivale a plantear que se necesitarían 1,75 para sostener el actual nivel 
de consumo. Para el caso de Chile, su nivel de consumo requiere 2,64 planetas23, el que se encuentra 
por sobre el promedio mundial, y que lo vuelve el país latinoamericano con mayor huella ecológica 

                                                           
21 El planteamiento contrario es sostenido por una de las visiones dominantes en economía respecto al vínculo 
entre pobreza y medioambiente. Esta perspectiva establece que las personas pobres se ven forzadas a hacer 
un uso intensivo de los recursos que les provee el entorno, produciendo un “empobrecimiento” del 
medioambiente que a su vez, incrementa la pobreza de los mismos individuos (Yan, 2010). Así, la interacción 
del medioambiente con la pobreza socioeconómica crearía un círculo vicioso de empobrecimiento para 
ambos.  
22 Esta clase de controversias suele ser similar a los movimientos catalogados como “Not in My Backyard” (en 
español: no en mi patio trasero), en los que ciudadanos se organizan colectivamente para impedir la 
instalación de proyectos con externalidades negativas que pueden afectar sus estilos de vida (Krause et al., 
2014), sin oponerse al proyecto en sí. Las motivaciones de esa comunidad, por lo tanto, no es realmente 
ecológica en la medida que no se busca eliminar la implementación de instalaciones que alteran el 
medioambiente (como parques eólicos o represas hidroeléctricas), sino simplemente alejarlas de donde esa 
comunidad reside (Guo et al., 2015). 
23 Es decir, si todo el mundo consumiese como Chile, se necesitarían 2,64 tierras. 
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(Data Footprint Network, 2019). Este problema no solo expresa una seria preocupación sobre la 
degradación medioambiental. Considerando que el 8,6% del país vive en situación de pobreza por 
ingresos (CASEN 2017), la desproporcionada huella ecológica de Chile también alerta sobre la 
inequitativa distribución de los recursos en nuestro país. Sin embargo, la justicia social bajo la óptica 
del desarrollo sostenible es incompatible con el intento de igualar los patrones de consumo de toda 
la sociedad a los que mantienen los estratos socioeconómicos altos24 (Laurent, 2015). Una relación 
armónica entre la economía, el medioambiente y las personas requiere que: 

a) Cada uno de los miembros de la sociedad disponga de un nivel de consumo que le asegure 
un estándar de vida digno.   

b) Cada uno de los miembros de la sociedad mantenga un nivel de consumo respetuoso con 
el medioambiente. 

Pero ambos imperativos pueden resultar contradictorios en situaciones concretas, lo que resulta 
especialmente visible en los estudios que exploran la relación de la pobreza con el cambio climático. 
 

2.1. Pobreza y cambio climático 
 
La pobreza ha sido ampliamente comprendida como un factor clave en la probabilidad e intensidad 
con la que los hogares son afectados por amenazas climáticas, y de modo inverso, el cambio 
climático ha sido reconocido como un factor relevante en la probabilidad de que los hogares entren 
y se mantengan en situación de pobreza durante las próximas décadas (Olsson et al., 2014). En este 
sentido, la variabilidad climática representa un peligro para la protección de los derechos, bienestar 
y dignidad de las personas, especialmente de quienes se encuentran en situación de pobreza. Sin 
embargo, la disposición de medidas para mitigar las causas o los efectos del cambio climático, y 
mantener así la temperatura global muy por debajo de los 2°C25, puede crear efectos no-
intencionados en los niveles de pobreza, incrementando los costos de bienes y servicios básicos 
como la energía y disminuyendo con ello el salario real de las personas con menores recursos 
económicos.  
 

a. Los pobres son los más afectados por el cambio climático 
 
Como se mencionó anteriormente, el vínculo entre los problemas medioambientales y la pobreza 
está relacionada con la desigual distribución de los beneficios y los perjuicios que derivan de la 
destrucción del medioambiente26. Por lo mismo, el cambio climático ha sido calificado como un 

                                                           
24 Cabe destacar que los cinco países con mayor huella ecológica per cápita corresponden a Catar (14,4 
planetas para sostener el consumo de sus habitantes), Luxemburgo (12,9), Emiratos Árabes Unidos (8,9), 
Bahréin (8,6), y Kuwait (8,6) (Data Footprint Network, 2019). Los países mencionados también ocupan 
posiciones altas en la lista de países con mayor PIB per cápita en el mundo: Catar (1° lugar), Luxemburgo (2° 
lugar), Emiratos Árabes Unidos (7° lugar), Bahréin (19° lugar), y Kuwait (8° lugar) (IMF, 2018).  
25 De todos modos, el IPCC ha estimado que limitar el calentamiento global a 1,5°C en vez de 2°C por encima 
de niveles pre-industriales, podría reducir el número de personas “expuestas a riesgos climáticos y vulnerables 
a la pobreza de 62 millones a 457 millones” (Roy et al., 2018. p. 447).  
26 Desde hace décadas, este asunto se ha tematizado bajo el concepto de “justicia medioambiental” (o “justicia 
climática”, en relación a los efectos del cambio climático (Islam & Winkel, 2017)), el cual articula e integra la 
reducción de la desigualdad y la protección del medioambiente a través de la óptica de la exclusión social, 
puesto que se busca que todas las personas sean capaces de participar en las decisiones que impactan de una 
u otra manera en el medioambiente (Robinson & Shine, 2018). 
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fenómeno “regresivo”, en la medida que impacta más fuertemente a las personas pobres que a las 
de mayores ingresos27 (Islam y Winkel, 2017), lo que consecuentemente aumenta la desigualdad en 
el largo plazo. La desigualdad, a su vez, refuerza los factores de riesgo ante el cambio climático 
cuando se materializan en -por ejemplo- desastres naturales, los que crean más pobreza y 
desigualdad. Así, el cambio climático representa un gran obstáculo para la disminución sostenida de 
la pobreza en el largo plazo (Hallegatte et al., 2014). Como se plantea en uno de los últimos informes 
publicados por el principal organismo de la ONU encargado de estudiar las causas, efectos y posibles 
soluciones del cambio climático, el Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático 
(o IPCC, su acrónimo en inglés28) (Allen et al., 2018): 

“La variabilidad y el cambio climático son ampliamente reconocidos como factores que puede 
exacerbar la pobreza, particularmente en países y regiones donde los niveles de pobreza son 
altos (Leichenko y Silva, 2014). El AR529 señaló que los impactos impulsados por el cambio 
climático a menudo actúan como un multiplicador de amenazas en que los impactos del 
cambio climático agravan otros impulsores de pobreza (Olsson et al., 2014).” (p.55) 

Aunque se ha reconocido que el cambio climático es solo uno de muchos procesos que causan la 
pobreza, numerosas investigaciones han identificados canales directos e indirectos a través de los 
cuales la variabilidad climática afecta a las personas pobres incluso cuando el impacto en el resto de 
la población es limitado (Hallegatte et al., 2016). Así, el cambio climático actúa como un 
multiplicador de la pobreza en dos sentidos. En primer lugar, se prevé que la cantidad total de 
personas bajo el umbral de la pobreza se incrementará. Según estimaciones recientes, en un 
escenario optimista se estima que el cambio climático puede generar más de 35.000.000 de 
personas en situación de pobreza a 2030, y en un escenario pesimista 122.000.000 personas 
(Hallegatte y Rozenberg, 2017). En segundo lugar, quienes se encuentran en situación de pobreza 
ven más deteriorada su situación económica producto de los desastres y la erosión de los recursos 
naturales, lo que dificulta su adaptación a las amenazas climáticas y, a su vez, empeora su situación 
económica.  

En línea con lo anterior, las personas en situación de pobreza presentan mayores dificultades para 
prevenir, responder y recuperarse de los desastres naturales causados por el cambio climático, lo 
cual se traduce en una mayor vulnerabilidad de éstas frente a sus impactos. Sobre esto, se ha 
reconocido que un vínculo importante entre la pobreza y el cambio climático está en el concepto de 
vulnerabilidad (Rayner y Malone, 2001), que permite abordar los factores que amplifican o atenúan 
sus impactos. En políticas sociales, la vulnerabilidad caracteriza la situación en la que los individuos, 
pese a mantener un estándar de vida que les permite satisfacer sus necesidades básicas, cuentan 
con una reducida capacidad para contrarrestar sucesos que pueden afectar su situación 
socioeconómica (Durán y González, 2013). Según el IPCC, la vulnerabilidad al cambio climático se 
define como la propensión de comunidades, hogares e individuos a verse adversamente afectados 
por eventos climatológicos abruptos (shocks) o prolongados (estrés) (Olsson et al., 2014). Ambas 
definiciones son atingentes a la relación entre la pobreza y el cambio climático30, en la medida que 
si bien la entregada por el IPPC resulta más pertinente para captar el impacto de las 
transformaciones climáticas en comunidades, hogares e individuos en situación de pobreza, la 

                                                           
27 Los grupos aventajados, además, pueden tomar control sobre los recursos de uso público para restringir su 
acceso a grupos en desventaja, como ha ocurrido con el Código de Aguas en Chile (Ruiz, 2019). 
28 Intergovernmental Panel on Climate Change. 
29 Abreviatura que hace alusión al Quinto Informe de Evaluación del IPCC (en inglés: Fifth Assessment Report). 
30 Dado que este problema puede arrastrar a la pobreza a hogares que, si bien no son pobres, están en 
situación de vulnerabilidad. 
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definición socioeconómica de vulnerabilidad permite profundizar en cuáles son los recursos con los 
que cuentan las personas para prevenir y responder a las amenazas climáticas.  

Como plantean Leichenko y Silva (2014), la vulnerabilidad presenta un componente de “exposición”, 
referente al efecto de la localización física de la comunidad, hogar o personas en la probabilidad de 
ser afectado por una amenaza natural, y un componente social, referente a características 
económicas, culturales y políticas que pueden reducir su capacidad para responder ante dichos 
riesgos. Con mayor detalle, Welz y Krellenberg (2016) reconocen que además de la exposición, la 
vulnerabilidad se compone por una variable de “susceptibilidad”, que describe la probabilidad de 
sufrir un daño debido a condiciones residenciales desventajosas (Birkmann et al., 2013), como 
infraestructura inadecuada, falta de acceso a los servicios básicos, o el uso de materiales de 
construcción ‘inestables’” (p. 254); y por la capacidad de recuperación/respuesta, la cual está 
vinculada estrechamente con el acceso de las personas a recursos como las redes sociales, la 
educación, el empleo, etc. (Kaztman, 2000). Islam y Winkel (2017) complementan estos 
planteamientos, al argumentar que el cambio climático incrementa la exposición y los daños de los 
grupos más desventajados a sus efectos adversos, y disminuye su capacidad para hacerles frente y 
para recuperarse de los daños sufridos.  

Sobre la exposición, la evidencia empírica demuestra que las personas en situación de pobreza 
presentan una mayor probabilidad de vivir en áreas proclives a eventos climáticos extremos, puesto 
que –entre otras razones- poseen una menor capacidad para elegir libremente en dónde emplazar 
su vivienda (Adger & Kelly, 1999; Hardoy & Pandiella, 2009). Además, las viviendas de las personas 
pobres tienden a ser de menor calidad y, por ende, menos resistentes ante las inclemencias del 
entorno. Según la exhaustiva investigación de Winsemius et al. (2018), aunque existe una gran 
diferencia entre y dentro de los países, las personas pobres tienden a estar desproporcionadamente 
expuestas a las sequías e inundaciones urbanas31, situación que se agrava considerando que los 
países en vías de desarrollo son los que experimentarán un mayor incremento de este tipo de 
desastre natural en el futuro.  

En torno al componente social, la pobreza afecta la capacidad de prevenir y responder ante los 
daños producidos por el cambio climático, en la medida que comunidades, hogares y personas 
cuentan con menor acceso a conocimiento e información sobre métodos para adaptarse a las 
amenazas climáticas, y presentan menores alternativas para obtener ingresos (Olsson et al., 2014). 
Por ejemplo, como fue mencionado anteriormente, los medios de vida de las comunidades, hogares 
y personas pobres en entornos rurales dependen en mayor medida de recursos naturales sensibles 
al clima, y de trabajos informales con baja remuneración que les asegura escasa protección ante 
pérdidas de empleo producto del cambio climático. La mayor probabilidad de sequías amenaza 
seriamente las actividades agrícolas y ganaderas en ciertas zonas32, afectando a quienes cuentan 
con menores medios para abastarse de recursos hídricos y forraje para su ganado (Allen et al., 2018; 
Olsson et al., 2014).  

En línea con lo anterior, el incremento de los precios de los alimentos como consecuencia de una 
menor producción agrícola y ganadera, dificultará que los hogares superen su situación de pobreza, 
además de sumir a hogares no-pobres en dicha situación producto de su mayor gasto en dicho ítem. 

                                                           
31 Sin embargo, esto no aplica para todos los casos, como será desarrollado más adelante para el caso de la 
Región Metropolitana de Santiago (Chile), en base a la evidencia de Welz y Krellenberg (2016). 
32 La cantidad de días de sequía podría aumentar en más de un 20% en la mayor parte del mundo hacia 2080. 
Además, la cantidad de personas expuestas a sequías se podría incrementar entre 9% y 17% hacia 2030 y 
entre un 50% y un 90% en 2080 (Hallegatte et al., 2016).  
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Relacionado con esto, un menor crecimiento económico también incrementa la presencia y el efecto 
de las trampas de la pobreza, así como aumenta la cantidad de hogares bajo el umbral de la pobreza 
(Hallegatte et al., 2014). Asimismo, las migraciones a gran escala difícilmente podrán ser asimiladas 
por las comunidades receptoras33, quedando una gran cantidad de personas migrantes en situación 
de exclusión y pobreza (Hallegatte et al., 2015). Producto del éxodo forzoso, las comunidades de 
origen pueden ver su tejido social dañado y su capital humano disminuido. Según el último informe 
del IPCC (2019), cerca del 10% de la población mundial estimada en 2010 (680.000.000 personas) 
viven en zonas costeras bajas (es decir, que están solo a 10 metros por encima del nivel del mar), 
cuya habitabilidad se ve amenazada por el creciente incremento del nivel del mar. Además, existe 
un creciente cuerpo de investigaciones que vincula el cambio climático con el aumento de conflictos 
entre y dentro de los países más afectados por la escases de recursos (Theisen, 2013), lo cual 
aumenta el riesgo de migraciones forzosas masivas. Por otro lado, las poblaciones en situación de 
pobreza son heterogéneas, por lo que el cambio climático afecta a algunos grupos más que otros al 
intersectarse sus efectos con desigualdades y patrones de exclusión existentes (Leichenko y Silva, 
2014), impactando en mayor medida a mujeres34, niños, adultos mayores y población en situación 
de discapacidad (Sevoyan et al., 2013). Producto de su problemas de funcionalidad y autonomía, los 
últimos dos grupos experimentan especiales dificultades para ser relocalizados después de 
desastres naturales35 (Islam y Winkel, 2017). 

La salud física y mental también juega un rol importante en la vulnerabilidad de las personas pobres 
frente al cambio climático. Como plantea el Enfoque de Determinantes Sociales en Salud, esta 
dimensión del bienestar no solo depende de factores biológicos, sino también sociales, culturales e 
institucionales. En este sentido, las personas en situación de pobreza suelen experimentan mayores 
niveles de enfermedades mentales como la depresión36, además de tener más problemas para 
acceder de modo oportuno a servicios de salud que permitan resolver sus problemas de salud física. 
En concreto, además de significarles una desventaja monetaria necesaria para superar la 
vulnerabilidad frente a desastres naturales, los problemas de salud física y mental afectan su 
habilidad para responder y recuperarse de éstos37 (Leichenko y Silva, 2014).  

                                                           
33 Producto de la masiva cantidad de bienes y servicios necesarios para satisfacer la demanda de la nueva 
población entrante.  
34 Se ha afirmado que el cambio climático cuenta con el potencial de amplificar la desigualdad de género en 
ciertos contextos (Rao, 2013), al afectar más fuertemente a mujeres que a los hombres rurales e indígenas 
(Addati et al., 2018; Roy et al., 2018).  
35 En primer lugar, las emergencias suelen alterar el funcionamiento diario de los hogares, en la medida que 
sus miembros deben dedicar tiempo y esfuerzos adicionales a –entre otras cosas- labores de recuperación y 
reconstrucción. En segundo lugar, los adultos mayores, los(as) niños(as) y algunas personas con discapacidad 
requieren la presencia de persona que permitan atender sus necesidades especiales de cuidado. 
Considerando que los miembros del hogar deben dedicar esfuerzo y tiempo adicionales a labores de 
recuperación y reconstrucción, surge una dificultad para compatibilizar este tipo de labores coyunturales con 
las tareas tradicionales de cuidado a otros miembros del hogar.  
36 La pobreza, como privación de recursos vitales para el bienestar humano, implica la acción constante de 
múltiples estresores sobre quienes viven en dichos contextos. Estos estresores se acumulan y refuerzan 
mutuamente, impactando negativamente en la salud mental de las personas. Cuando su efecto se presenta 
en la infancia, se incrementa la probabilidad de  padecer traumas (Klest, 2012). Además, producto de menores 
ingresos, las personas en situación de pobreza cuentan con un menor acceso a medicamentos y servicios de 
salud oportunos y de calidad.   
37 Es relevante destacar que tanto la vulnerabilidad socioeconómica como la exposición territorial de las 
comunidades, hogares, personas en situación de pobreza incrementan su mortalidad frente a desastres 
naturales (Leichenko y Silva, 2014). 
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Se espera que el cambio climático, a su vez, dañe la salud de las personas en las etapas posteriores 
a desastres naturales como inundaciones, tornados o huracanes38 (Hallegatte et al., 2014), pudiendo 
crear consecuencias irreversibles en la funcionalidad de los afectados. Además, la incertidumbre 
que representa la variabilidad climática puede perjudicar la salud mental al producir mayor estrés y 
ansiedad (Berry et al., 2010). De igual modo, el incremento de temperatura en ciertas zonas propicia 
la expansión de mosquitos portadores de enfermedades tropicales como el dengue o la malaria 
(Malagón et al., 2017; Hallegatte et al., 2016), y se estima que la mayor exposición a pequeñas 
partículas contaminantes cause 100.000 muertes prematuras más al año39 (Fang et al., 2013). En 
total, la Organización Mundial de la Salud (OMS) ha estimado 250.000 muertes adicionales por año 
entre 2030 y 2050 producto del cambio climático (Allen et al., 2018). De este modo, se genera un 
círculo vicioso entre el cambio climático, la pobreza y los problemas de salud tanto física como 
mental.   

En sintonía con lo anterior, la pobreza compromete las posibilidades de recuperación de las 
personas ante desastres naturales derivados del cambio climático (Olsson et al., 2016). Los hogares 
en situación de pobreza pierden una proporción mayor de su riqueza que los hogares no-pobres40, 
lo cual significa que deben realizar un mayor esfuerzo para volver a un estándar de vida similar al 
que tenían antes del desastre natural. De modo adicional, cuentan con menores recursos para 
recuperarse luego de eventos catastróficos, como consecuencia de una menor inclusión financiera 
y consiguiente acceso a créditos, seguros y ahorro (Allen et al., 2018). Asimismo, sus redes 
(familiares o amigos) cuentan con menores recursos para proporcionarles a modo de ayuda 
(Hallegatte y Rozenberg, 2017). Por esta razón, ante un mismo nivel de exposición, los grupos 
socioeconómicamente desventajados tienden a ser más susceptibles al daño de amenazas 
climáticas (Islam y Winkel, 2017).  

Para contrarrestar los efectos del cambio climático una vez que los desastres ya han ocurrido, la 
promoción de políticas sociales dirigidas a mejorar la seguridad social se vuelve fundamental41. Sin 
embargo, la cantidad de personas cubiertas por programas dirigidos a la superación de la pobreza 
no consigue hacer una diferencia significativa en los países en desarrollo (Hallegatte et al., 2016), 
existiendo amplias brechas en el caso de Chile (Hogar de Cristo, 2019).  
 

b. La tensión entre la acción climática y reducción de la pobreza 
 
Mantener el equilibrio entre las dimensiones que componen el desarrollo sostenible no resulta 
sencillo. Semejante a la Hidra, criatura de la mitología griega que regeneraba dos cabezas por cada 
una que le era amputada, existe un tipo problemas cuya aparente resolución tiende a crear más 
problemas (Held et al., 2010; Termeer et al., 2013). La tarea de equilibrar la reducción de la pobreza 

                                                           
38 Se ha estimado que al menos el 18% de las precipitaciones extremas son atribuibles al cambio climático, 
cifra que aumenta al 75% para las olas extremas de calor (Fischer y Knutti, 2015).  
39 Y 6.300 por mayor exposición a partículas de ozono (Fang et al., 2013). 
40 Las inundaciones ocurridas en Bangladesh en 2004 implicaron que los hogares pobres perdieran más del 
doble de sus ingresos totales que los hogares no-pobres (Winsemius et al., 2018). Asimismo, estudios de caso 
en la India y Honduras sugieren que las personas pobres pierden entre dos y tres veces más recursos producto 
de huracanes e inundaciones que quienes no son pobres (Hallegatte y Rozenberg, 2017).  
41 Cabe resaltar que la dificultad que presentan las personas en situación de pobreza para acceder a seguros 
de salud y otros servicios similares, incrementa sustancialmente sus gastos en este ítem, lo cual socava su 
habilidad para mejorar sus ingresos en el futuro.   
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con la mitigación del cambio climático cabe en esta clasificación, lo cual es declarado en el Quinto 
Informe de Evaluación del IPCC (Olsson et al., 2014): 

“Las respuestas políticas actuales para la mitigación o adaptación al cambio climático darán 
como resultado resultados mixtos, y en algunos casos incluso perjudiciales, para las 
personas pobres y marginadas, a pesar de las numerosas sinergias potenciales entre las 
políticas climáticas y la reducción de la pobreza (confianza media, basada en evidencia 
limitada, alto acuerdo).” (p. 797) 

El IPCC fundamenta y complementa el planteamiento anterior explícitamente con los siguientes 
ejemplos, que reflejan un consenso en el panel de expertos:  

 “Los esfuerzos de mitigación centrados en la adquisición de tierras para la producción de 
biocombustibles muestran impactos negativos preliminares en la vida de las personas pobres, 
como el despojo de tierras de cultivo y bosques, en muchos países en desarrollo, 
especialmente para los pueblos indígenas y los pequeños productores (mujeres). 

 Los esquemas de seguro, los programas de protección social y la reducción del riesgo de 
desastres pueden mejorar la resiliencia de los medios de vida a largo plazo entre las personas 
marginadas, si las políticas abordan la pobreza multidimensional. 

 Las vías de desarrollo resilientes al clima solo tendrán efectos marginales en la reducción de 
la pobreza, a menos que se aborden las desigualdades estructurales y se satisfagan las 
necesidades de equidad entre las personas pobres y no pobres.” (Olsson et al., 2014, p. 797) 

De este modo, además de recalcar la necesidad de fortalecer a la población en situación de pobreza 
desde un punto de vista multidimensional, y enfatizar que dicha preparación no solo se consigue 
incidiendo sobre la pobreza sino también en la desigualdad, se señala explícitamente que las 
políticas dirigidas a reducir los efectos del cambio climático tienen el potencial de perjudicar a las 
personas en situación de exclusión social y pobreza. Como plantean Hallegatte et al. (2016), 
mantener la temperatura mundial muy por debajo de los 2°C respecto a niveles pre-industriales 
requiere profundos cambios en la economía mundial, regional y nacional, que afectará las 
condiciones bajo las cuales las personas intentan superar su situación de pobreza. En términos de 
la Agenda 2030, esto se traduce que algunos ODS pueden tensionarse entre sí. Por ejemplo, según 
el IPCC el ODS 3 (salud) puede confrontarse con el ODS 7 (consumo de energía)42, o la adaptación 
de la agricultura para cumplir el ODS 13 (acción por el clima) puede entrar en fricción con los ODS 2 
(hambre cero), 3 (salud) y 10 (reducción de las desigualdades) (Roy et al., 2018).  

Uno de los ejemplos más difundidos de este dilema social está en los efectos adversos de los 
llamados “impuestos verdes”, cargas tributarias dirigidas a contrarrestar el daño medioambiental a 
través de, por ejemplo, un incremento en los precios de los automóviles que utilizan combustibles 

contaminantes. Si bien estas políticas efectivamente pueden reducir la emisión de CO2, los precios 
de la energía se encarecen y con ello toda una cadena de bienes y servicios de que dependen del 
transporte, como los alimentos o el mismo traslado de las personas por medio del transporte 
público. Considerando que las personas en situación de pobreza y vulnerabilidad destinan una 
mayor proporción de sus ingresos a estos ítems, los impuestos verdes pueden suponer un peso 
particularmente pesado para quienes se encuentran en los primeros quintiles de ingreso (Laurent, 
2015; Hallegatte, 2016). Un caso significativo al respecto está en las masivas protestas que 
comenzaron a estallar en Francia desde octubre de 2018, también conocidas como el movimiento 
de los chalecos amarillos. Este movimiento social surgió inicialmente como forma de protesta contra 

                                                           
42 En la medida que se requeriría transitar hacia formas limpias de producción energética. 
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el alza de los precios de los combustibles producida por un nuevo impuesto al carbono impulsado 
por el presidente Emmanuel Macron. Entre septiembre de 2017 y septiembre de 2018 los hogares 
experimentaron un aumento del 22% en sus cuentas de gas natural, sumado a un 13% en el precio 
de la gasolina y 21% en el caso del diésel (La Tribune, 2018).  

Como plantean Robinson y Shine (2018), la “acción climática” puede vulnerar numerosos derechos 
humanos cuando es diseñada o implementada sin la participación de los grupos y comunidades 
afectadas43. Por ejemplo, se puede poner en riesgo el derecho a la alimentación producto de los 
cambios en el uso de la tierra, o dada la competitividad entre el uso del suelo agrícola para la 
alimentación versus para biocombustibles (lo cual también afecta la disponibilidad de agua potable). 
Asimismo, la protección del ecosistema puede afectar el cumplimiento del derecho a la vivienda, 
como sucede mediante prácticas como la creación de zonas protegidas. Más aún, el fomento de la 
energía renovable puede dañar los medios de vida de comunidades cercanas a los puntos de 
producción, como ha sucedido con la instalación de presas hidroeléctricas (una forma convencional 
de energía renovable) en tierras indígenas (Robinson y Shine, 2018, p. 565). El desplazamiento 
forzoso de comunidades completas, su exclusión de recursos naturales esenciales, la pérdida de los 
medios de vida de personas empleadas en sectores energéticos contaminantes, son ejemplos que 
representan un riesgo de incrementar –en vez de disminuir- la vulnerabilidad de las personas en el 
corto plazo, lo cual se conoce como maladaptación.  

Entonces, ¿cómo es posible avanzar de modo armónico en la protección del medioambiente sin 
afectar a quienes se encuentran en situación de pobreza? Frente a esta pregunta es posible plantear, 
al menos, dos tipos de respuesta. En primer lugar, las políticas de mitigación del cambio climático 
pueden ser compatibles con la reducción de la pobreza mientras sus efectos en este último 
problema social sean cuidadosamente considerados en su diseño y, de este modo, puedan estar 
acompañadas de políticas sociales que contrarresten las potenciales consecuencias negativas en la 
distribución de los ingresos (Hallegatte et al., 2014). En este plano, han surgido propuestas concretas 
para garantizar que, por ejemplo, los ingresos recibidos por el fisco gracias a los impuestos verdes 
sean repartidos en la población a través de una suerte de dividendo universal (Citizens Climate 
Lobby, 2019), o bien, que sean utilizados en políticas sociales que benefician a los sectores de 
menores ingresos (Hallegatte et al., 2014).  

En segundo lugar, es necesario que estas estrategias económicas sean complementadas con una 
perspectiva ética basada en la justicia y la democracia. Como señala el IPCC:  

“La justicia social y la equidad son aspectos centrales de las vías de desarrollo resistentes al 
clima para el cambio social transformador. Sería necesario abordar los desafíos y ampliar 
las oportunidades entre y dentro de los países y las comunidades para lograr el desarrollo 
sostenible y limitar la advertencia a 1,5 ° C, sin empeorar a los pobres y desfavorecidos (alta 
confianza44). Identificar y navegar por caminos inclusivos y socialmente aceptables hacia 

                                                           
43 En el caso de Chile, este problema ha sido tematizado en políticas como la prohibición del uso de leña en la 
ciudad de Santiago, el cese de entrega de bolsas plásticas en el gran comercio (el cual se ha especulado que 
puede afectar a los hogares pobres en la medida que deben adquirir dichos productos por sus propios medios), 
o la veda de la jibia y sus consecuencias en el incremento del desempleo en los trabajadores ligados a la pesca 
industrial.  
44 Las declaraciones claves del IPPC son acompañadas por una especificación sobre el grado de confianza que 
el organismo presenta en torno a esos planteamientos. La confianza se construye al combinar el grado de 
evidencia (limitada, media o robusta) con el grado de acuerdo entre los científicos (bajo, medio y alto) (IPCC, 
2013).  
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futuros con bajas emisiones de carbono y resilientes al clima es un esfuerzo desafiante pero 
importante, plagado de dificultades morales, prácticas y políticas y compensaciones 
inevitables (muy alta confianza). Implica procesos de deliberación y resolución de problemas 
para negociar los valores sociales, el bienestar, los riesgos y la resiliencia y para determinar 
qué es deseable y justo, y a quién.” (Roy et al., 2018, p. 448) 

En esta línea, el concepto justicia climática, como plantean Robinson y Shine (2018), “vincula los 
derechos humanos y el desarrollo para alcanzar una aproximación centrada en las personas, 
salvaguardando los derechos de las personas más vulnerables y distribuyendo las cargas y beneficios 
del cambio climático y sus impactos de modo equitativo y justo” (p. 564). Puesto de otro modo, la 
protección del medioambiente de cara al cambio climático debe ser pensada desde la equidad, la 
cual exige que las personas tengan una participación real en las decisiones al respecto que pueden 
afectar su bienestar. De otro modo, la desigualdad distribución del poder en la sociedad genera 
una condición propicia para que los más afectados por la acción contra el cambio climático sean 
las personas más pobres45. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                           
45 Por ejemplo, según datos de Aguas Andinas, en Santiago las 6 comunas con mayor consumo promedio por 
cliente en entre enero y agosto de 2019 fueron aquellas de altos ingresos pertenecientes al sector oriente de 
la capital (Lo Barnechea con 57 m3, Vitacura con 37.2 m3, La Reina con 33,5 m3, Huechuraba con 32,8 m3, 
Peñalolén con 29,5 m3, y Las Condes con 28,7 m3) (Las Últimas Noticias, 2019). 
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3. El contexto chileno 
 
Las condiciones sociales, políticas y económicas en América Latina han propiciado el surgimiento de 
múltiples y diversos problemas medioambientales. Una economía basada en la extracción masiva 
de materias primas, sumada a un crecimiento urbano acelerado, son unos de los rasgos que 
caracterizan a la región (Carrasco-Hidalgo et al., 2019). Chile, por su parte, ha experimentado 
numerosos problemas relacionados con el medioambiente en las últimas décadas, que guardan 
relación tanto con la contaminación, como con la degradación medioambiental y con un aumento 
de la intensidad y frecuencia de los desastres naturales. En torno a este tema, según la encuesta 
Chile 3D 2018 llevada a cabo por la consultora GFK Adimark, las 3 principales preocupaciones de los 
chilenos en materia de problemas medioambientales corresponden a la contaminación ambiental 
(48%), la escasez de agua (41%), y el calentamiento global (40%). La exposición de las comunidades 
a ambientes contaminados y a la vulnerabilidad de los problemas relacionados con el cambio 
climático, presenta un notable componente socioeconómico46. 
 

a. Contaminación medioambiental y pobreza en Chile 
 
La subdimensión de entorno47 de la encuesta CASEN 2017 permite entregar algunas cifras generales 
en torno a la relación entre la pobreza y el medioambiente en Chile, aunque sus indicadores son 
limitados. Más específicamente, se consulta si el entrevistado o alguien del hogar ha(n) vivido o 
presenciado una de 7 alternativas que describen situaciones de contaminación, y la frecuencia con 
la que lo ha(n) hecho48. De estas alternativas, dos opciones  representan problemas urbanos que no 
necesariamente guardan relación con el ecosistema (contaminación acústica y contaminación 
visual), y tampoco son críticos para la salud y el bienestar general de las personas, lo cual se observa 
además en la falta de políticas e interés público en su mitigación. Además, la alternativa “plaga de 
insectos, animales peligrosos o abandonados (termitas, cucarachas, roedores, murciélagos, perros, 
etc.)”, si bien es un problema que puede afectar sustancialmente ámbitos como la salud, la 
economía y la vivienda de las personas, tiene causas y efectos distintos a los problemas típicos de 
contaminación. En base a las razones señaladas, se seleccionaron finalmente las siguientes 
alternativas49: 

 Contaminación del aire y/o malos olores. 

 Contaminación en ríos, canales, esteros, lagos, tranques y embalses.  

 Contaminación del agua proveniente de la red pública. 

 Acumulación de basura en calles, caminos, veredas o espacios públicos. 

Del total de la población, el 3,9% señala haber vivido o presenciado siempre/muchas veces la 
contaminación del agua proveniente de la red pública, lo cual para el caso de la contaminación en 
ríos y otros asciende al 5%. Respecto a la contaminación del aire y/o malos olores, las mismas 

                                                           
46 Cabe destacar el caso de comunas como Tiltil, cuya población además de enfrentar la pobreza se ve afectada 
por serios problemas de contaminación medioambiental, y desabastecimiento del agua producto de la sequía 
y de una mala distribución del recurso (Tesser, 2013).  
47 Perteneciente a la dimensión Vivienda y Entorno. 
48 Se distingue entre nunca, pocas veces, muchas veces y siempre.  
49 Para facilitar su interpretación, se optó por estimar simplemente la cantidad de personas que han vivido o 
presenciado los problemas señalados, y no los “hogares en los que uno de sus integrantes” lo ha hecho. 
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frecuencias de respuesta suben al 18,1%, y en acumulación de basura en calles y otros espacios de 
la vía pública al 22,2%50.  

Ahora bien, el 5% del total de la población presenta carencias en la subdimensión medioambiental51. 
Al observar su distribución por deciles de ingreso (Gráfico 1), se observa que el problema se presenta 
de modo prácticamente transversal para los grupos hasta el decil VI, reflejando recién un descenso 
sostenido desde el decil VII. Esto indica que más que asociarse con una cuestión de pobreza, los 
problemas de contaminación medioambiental se vincularían a un tema de vulnerabilidad 
socioeconómica, en la medida que la cantidad mínima de recursos monetarios para superar de esta 
situación (o más bien, “trasladarse” de zonas contaminadas) debe superar sustantivamente el 
umbral de la pobreza, afectando también a sectores medios.  

 
Fuente: Elaboración propia a partir de CASEN 2017 

Sin embargo, cabe destacar que la Región Metropolitana de Santiago es la única en la que se observa 
una estratificación clara de la carencia medioambiental para todos los quintiles de ingreso. Como se 
aprecia en el Gráfico 2, mientras que el 11,3% pertenece al primer quintil, solo un 3,1% se encuentra 
en el último. En el resto de las regiones, en cambio, la distribución de las personas con carencia en 
la subdimensión medioambiental no sigue una distribución definida entre los diversos quintiles de 
ingreso, lo cual refleja la importancia del factor geográfico-espacial en la forma que adquiere este 
problema social.  

                                                           
50 Estos valores presentan diferencias al observar la distinción entre las zonas urbanas y las rurales. Por 
ejemplo, la proporción de personas que presencian o viven problemas de contaminación del aire y/o malos 
olores siempre/muchas veces llega al 19% en entornos urbanos, versus el 11,6% en rurales. Respecto a la 
acumulación de basura, la cifra alcanza el 24,1% en zonas urbanas y el 8,6% en rurales. 
51 Para estimar si un hogar es “carente” en una dimensión de la pobreza multidimensional, CASEN establece 
como criterio que un integrante de dicho hogar debe seleccionar la frecuencia “siempre”, y debe presentar 2 
o más problemas relativos al indicador. Aplicando dicho criterio en este caso específico, una persona debe 
haber vivido o presenciado siempre al menos 2 problemas de contaminación. 
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Gráfico 1: Porcentaje de personas que presentan carencia en la 
subdimensión medioambiental por decil de ingreso autónomo
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Fuente: Elaboración propia a partir de CASEN 2017 

Sobre lo anterior, se debe enfatizar que tanto el tipo como la intensidad de los problemas 
medioambientales son elementos que dependen fundamentalmente de cada territorio. Las cinco 
regiones con mayor proporción de personas carentes en medioambiente son Atacama (18,1%), 
Santiago (7,1%), Tarapacá (5,8%), Antofagasta (5,7%) y Aysén (4,4%). Sin embargo, la realidad de 
cada una varía notablemente. En Tarapacá, por ejemplo, la proporción de personas que dice haber 
presenciado o vivido siempre/muchas veces acumulación de basura asciende al 36,2%, lo cual 
contrasta con el hecho de que presenta la menor proporción de personas que dice haber 
presenciado o vivido siempre/muchas veces contaminación del aire y/o malos olores (17,2%). En el 
caso de Atacama, por ejemplo, un 40,5% dice haber vivido o presenciado siempre/muchas veces 
contaminación del agua proveniente de la red pública, pero presenta la proporción más baja de 
personas que dicen haber presenciado o vivido siempre/muchas veces acumulación de basura en la 
vía pública (18%).  

 
Fuente: Elaboración propia a partir de CASEN 2017 

De este modo, la clase de contaminación, sus orígenes, sus consecuencias en la salud, y el grado de 
resistencia que ejercen las comunidades a través de la acción colectiva, varían en cada territorio. 

5,4% 6,5%

18,5%

11,3%
5,9%7,3%

6,5%

16,3%

9,3%
5,3%

5,0%
7,8%

20,6%

7,9%

4,3%

5,1%
5,0%

19,2%

5,7%

1,9%

5,7%
3,4%

15,4%

3,1%
4,9%

Tarapacá Antofagasta Atacama Metropolitana Aysén

Gráfico 2: Porcentaje de personas que presentan carencia en la 
subdimensión medioambiental por quintil de ingresos y región
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Gráfico 3: Porcentaje de personas que han vivenciado o presenciado 
siempre/muchas veces problemas de contaminación
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Las comunas de Atacama52, por ejemplo, destacan por su afectación como consecuencia de la 
contaminación producida por la gran industria: 

 En las comunas de Copiapó, Tierra Amarilla y Diego de Almagro se concentran 136 de los 740 
releves mineros catastrados en 2018 (Calderón y Miranda, 2018), los cuales suponen un daño al 
medioambiente por la potencial volatización de mercurio, por la contaminación del aire con 
material particulado producto de la acción del viento, por su cercanía a elementos naturales 
sensibles, y por la presencia de otros metales pesados altamente tóxicos. Según Calderón y 
Miranda (2018), “existen al menos 387 familias en campamentos que se encuentran a menos de 
1 km de relaves mineros que podrían estar interactuando negativamente tanto con el aire, agua 
y suelo de dichos territorios” (p. 44). Este estado de riesgo permanente fue corroborado por el 
Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH), que a fines del año 2018 emprendió una Misión 
de Observación para constatar vulneraciones a los derechos humanos en Tierra Amarilla y 
Copiapó, asociados con problemas medioambientales. Los resultados revelaron una vulneración 
del derecho al agua potable, producto en parte de los derechos cedidos a privados a perpetuidad 
y de su uso intensivo por parte de la industria minera (INDH, 2019, p. 74); el derecho a vivir en 
un medio ambiente libre de contaminación, producto del polvo en suspensión, de las tronaduras 
mineras, de los ya mencionados relaves; el derecho a la salud, por la presencia de contaminantes 
como el plomo y el mercurio; entre otros derechos transgredidos.  

 Con respecto al caso de Chañaral, desde el año 1938 se comenzó a verter residuos del 
procesamiento de cobre en el río Salado, lo cual contaminó profundamente el sector costero 
(González, 2018). En 1988 la Corte Suprema ordenó terminar con el vertimiento de residuos al 
sector costero, lo que se concretaría a través de la construcción del tranque Pampa Austral, 
“poniendo término a un total aproximado de 350 millones de toneladas de relaves arrojados en 
la costa”53 (p. 2). Sin embargo, una parte considerable del suelo de la ciudad se encuentra 
contaminado, lo que ha impedido su reforestación y ha perjudicado el uso de los espacios. 
Asimismo, un estudio conducido por la Universidad de Chile confirmó efectos agudos en la salud 
de niños, niñas y adolescentes entre 6 y 15 años producto de la exposición continua a partículas 
tóxicas en el aire, proveniente de relaves mineros (Cáceres, 2015). 

 La comuna de Huasco ha sido una de las más célebremente afectadas por la contaminación 
proveniente de la industria termoeléctrica, evidenciándose la presencia de niveles 
significativamente peligrosos de material particulado en el aire (Ortiz, 2018). Esta situación le 
valió ser decretada en el año 2012 como “zona ambiental latente”, es decir, cuyos valores de 
contaminación atmosférica se encuentran cercanos al límite máximo permitido por la normativa 
(Ministerio del Medioambiente, 2011), por lo que se deben implementar medidas preventivas 
para evitar que la contaminación aumente. Respecto al daño en la calidad de la salud humana, 
un estudio realizado por el Ministerio de Salud en el año 2015 evaluó las muestras de orina y 
sangre de niños y niñas entre 5 y 14 años en diversas comunas de la región, arrojando altos 
niveles de níquel urinario54. Asimismo, un estudio realizado por la red internacional IPEN evaluó 

                                                           
52 Según CASEN 2017 la incidencia de la pobreza multidimensional en esta región alcanza el 23,2%, superior al 
promedio país que corresponde a 20,7%.  
53 Según una investigación realizada por el MINSAL (2016): “...cabe señalar, respecto de la comuna de 
Chañaral, que hasta la década de los años 90 fueron descargadas más de 220 megatoneladas de desechos 
mineros, con diversos metales entre ellos arsénico, que formó una playa artificial que cubrió una superficie 
de más de 4 km2.”(p.7). 
54 Según el mismo estudio: “Bronquitis crónica, disminución de la función pulmonar, cáncer pulmonar y de los 
senos nasales, se han descritos en trabajadores de refinerías de níquel o en plantas de procesamiento de 
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los niveles de mercurio en 34 mujeres de la comuna, de las cuales el 53% presentaron niveles 
superiores a 0,58 ppm, cifra que delimita el umbral a partir del cual los fetos se exponen a daños 
en su desarrollo cerebral, renal y sistema cardiovascular (Bell, 2017). Por último, el INDH expresó 
su preocupación por la situación de Huasco y otras cuatro “zonas de sacrificio”55 (Tocopilla, 
Mejillones, Quintero y Coronel) en su Informe Anual de 2014, recalcando la necesidad por parte 
del Estado de velar el cumplimiento del derecho a un medioambiente libre de contaminación. 
Como medio para abordar los problemas de contaminación y escases hídrica en la comuna, en 
2002 se constituyó la Coordinadora Regional por la Defensa del Agua y el Medioambiente56, 
compuesta por más de 40 organizaciones (la gran mayoría de la sociedad civil), que desde la 
fecha ha buscado presionar al Estado en el terreno social, político y jurídico en pro de la justicia 
y la igualdad medioambiental.   

Sobre esto último, hasta 2018 el INDH había identificado 116 conflictos socio-ambiental en el país, 
los cuales define como: 

“disputas entre diversos actores –personas naturales, organizaciones, empresas públicas y 
privadas, y el Estado–, manifestadas públicamente y que expresan divergencias de opiniones, 
posiciones, intereses y planteamientos de demandas por la afectación (o potencial 
afectación) de derechos humanos, derivada del acceso y uso de los recursos naturales, así 
como por los impactos ambientales de las actividades económicas” (INDH, 2015, p.5). 

En Chile, el derecho a un medioambiente libre de contaminación se encuentra consagrado en la 
constitución, el cual se ha buscado resguardar mediante numerosos recursos de protección por 
parte de comunidades afectadas. Como plantean Ávila et al. (2017), el resguardo de este derecho a 
través de la judicialización de conflictos tiende a ser de difícil supervisión e implementación técnica, 
lo cual debilita su cumplimiento en la práctica. Además, este mecanismo está dirigido a resolver 
problemas concretos y puntuales, y no a aquellos problemas estructurales que originan la 
masificación de conflictos de contenido ambiental entre las comunidades y el sector empresarial. 
Agotado el recurso judicial, este tipo de problema debe ser trasladado al campo político, de tal modo 
que el marco jurídico chileno pueda ser transformado de modo acorde a los criterios éticos de la 
equidad y la justicia. Como fue desarrollado anteriormente, la pobreza también implica una menor 
capacidad para ser escuchado (Saravia et al., 2015), acción que representa el primer paso para influir 
en la toma de decisiones que involucran el propio bienestar.  

Por último cabe destacar que aunque existan algunas regiones y comunas más gravemente 
afectadas por la contaminación medioambiental, este problema está presente de una u otra manera 
tanto en pequeñas como en grandes ciudades. En el caso de Santiago, por ejemplo, 
aproximadamente el 60% de la población están expuestas a una concentración de material 
particulado fino en suspensión mayor a la normativa (Pinto, 2019). Sin embargo, la contaminación 
atmosférica no se encuentra igualmente distribuida en la capital. Las comunas del sector poniente 
-como Cerro Navia, Cerrillos, Pudahuel- se caracterizan por una doble situación de pobreza y 
desigualdad: presentan menores ingresos promedio que las comunas del sector oriente, y reciben 

                                                           
níquel, cuando respiran polvo que contenía compuestos de níquel. Los niveles de níquel en esos lugares eran 
mucho más altos que los niveles ambientales corrientes (MINSAL, 2016, p. 14).  
55 El concepto de “zonas de sacrificio”, surgido en Estados Unidos en la década de 1970, alude a zonas en las 
que confluyen “prácticas ambientales agresivas, afectando fundamentalmente a poblaciones de bajos 
ingresos y pertenecientes a minorías étnicas, que no tenían la oportunidad de cuestionar en la esfera pública 
los efectos de la distribución desigual de la polución y de la protección ambiental” (INDH, 2014, p. 259).  
56 Originalmente llamada Coordinadora Ambiental de la Región de Atacama. 
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y acumulan la contaminación del aire generada por esas comunas (producto de las corrientes de 
viento que descienden desde la cordillera hacia el valle (Ministerio del Medioambiente, 2018). Esta 
situación impacta directamente en la salud de quienes viven en las comunas de la zona poniente, 
cuya exposición a la contaminación se traduce en una mayor cantidad de personas con 
enfermedades broncopulmonar (Fuenzalida et al., 2016). Asimismo, las personas que residen en 
comunas de menores recursos se ven más expuestas a la contaminación al interior de las viviendas 
(contaminación intradomiciliaria), puesto que se ven obligados a utilizar combustibles baratos pero 
altamente contaminantes (leña, carbón, o parafina) y cuentan con peores medidas de ventilación 
(Cáceres et al., 2001).  

Por último, cabe destacar que la solución a este tipo de problemas sociales requiere 
transformaciones estructurales, tanto en el plano productivo (por ejemplo, referente a la matriz 
energética del país) como social, cultural y político. Esta última dimensión es fundamental, en la 
medida que implica definir en conjunto quiénes asumen los riesgos y los beneficios del crecimiento 
económico, así como la distribución de recursos vitales para el bienestar humano.   
 

b. Desastres naturales, cambio climático y pobreza en Chile 
 
El territorio chileno es altamente sensible a los efectos transformadores del cambio climático. Si 
bien no todas los desastres y situaciones de emergencia son atribuibles al efecto de este 
fenómeno57, el país se enfrenta a múltiples y diversas amenazas naturales, muchas de las cuales se 
han experimentado con especial fuerza en los últimos años: incendios forestales, olas de calor, 
inundaciones, sequías, derretimiento de glaciares, entre otras. En relación con esto, Chile cumple 
con 7 de los 9 criterios establecidos por la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el 
Cambio Climático para evaluar la vulnerabilidad de los países al cambio climático, en la medida que 
posee (Ministerio del Medioambiente, 2017):  

1. Áreas costeras de baja altura. 
2. Zonas áridas y semiáridas. 
3. Zonas de bosques. 
4. Territorio susceptible a desastres naturales. 
5. Áreas propensas a sequía y desertificación. 
6. Zonas urbanas con problemas de contaminación atmosférica. 
7. Ecosistemas montañosos.  

Según el último índice de Riesgo Climático Global (Global Climatic Risk Index)58 elaborado por la 
organización Germanwatch, Chile ocupa el puesto 16 de 181 países en cuanto a vulnerabilidad a 
este fenómeno (Germanwatch, 2019). Sin embargo, según el Notre Dame Global Adaptation Index 
elaborado por la Universidad de Notre Dame, Chile ocupa el lugar 28 de los 181 países menos 
vulnerables al cambio climático (ND-GAIN Country Index, 2019). Esto se explica porque si bien el 
país se ve enfrentado a diversas amenazas climáticas, se plantea que está bien posicionado para 
adaptarse. En concreto, son numerosos los trastornos climáticos a las que se expone (Ministerio del 
Medioambiente, 2017): 

 Aumento de la temperatura en todo el país, aunque en mayor proporción en la zona norte. Se 
espera que, a 2030, la temperatura en la zona austral se incremente al menos en 0,5°C, y un 

                                                           
57 Como los terremotos y graves desastres socio-ambientales relacionados con desechos tóxicos, por ejemplo. 
58 Elaborado en 2019 con datos de 2017. 
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1,5°C en el norte grande y el altiplano, en base a un escenario donde disminuyen las emisiones 
de GEI. Se espera que estos valores se incrementen para el periodo comprendido entre 2031 y 
2050. 

 Disminución de las precipitaciones entre 5% y 15% para la zona entre las cuencas de los ríos 
Copiapó (Región de Atacama) y Aysén (Región de Aysén), la cual se intensificaría en el periodo 
2031-2050, en la cual –además- se espera una robusta disminución de las precipitaciones en la 
zona que abarca las cuencas de los ríos Mataquito (Región del Maule) y Aysén. En relación con 
esto, se proyecta una reducción significativa de los caudales promedios mensuales entre las 
regiones  de Coquimbo y Los Lagos, y una elevación de la isoterma de 0°C, lo cual repercute en 
una reducción de las reservas de agua en las nieves, y el aumento del riesgo de desastres por 
precipitaciones extremas y altas temperaturas que confluyen en el incremento del caudal de los 
ríos, que se traduce en mayor riesgo de  aluviones e inundaciones (particularmente en el Norte 
Grande y el Norte Chico). Por último, se espera un retroceso significativo de los glaciares, lo cual 
repercute en menos disponibilidad de agua en periodos secos.  

 Eventos climáticos extremos: En relación con lo anterior, se espera un significativo aumento de 
eventos extremos como la sequía, particularmente desde la segunda mitad del siglo XXI. Hacia 
fines del siglo, se espera que ocurra más de 10 veces en 30 años. Además, desde el Norte Grande 
a Coyhaique han aumentado las noches cálidas y disminuido las noches frías, con un aumento 
sustancial de las olas de calor59. 

 Pérdida de la biodiversidad, entendida como el patrimonio genético nacional. Cabe destacar el 
alto endemismo60 de las especies chilenas, cuyo riesgo de extinción se incrementa producto de 
cambios climáticos en los lugares en los que se asientan.  

Las alteraciones climáticas señaladas repercuten en el ámbito social y económico, afectando áreas 
como por ejemplo (Ministerio del Medioambiente, 2017): 

 La salud, mediante el aumento de la ocurrencia de enfermedades ya existentes en el país 
(roedores y garrapatas, transmisores del hantavirus y la rabia) en la zona centro sur, y la 
introducción de enfermedades inexistentes en el país, como el dengue y la malaria producto del 
arribo de mosquitos en el norte grande. La menor disponibilidad de agua y alimentos por sequías 
e inundaciones, sumado al aumento de la intensidad y frecuencia de eventos climáticos extremos 
como las olas de calor, y el empeoramiento de la calidad del aire por la mala ventilación, son 
factores que pueden impactar negativamente en la salud física y mental de los chilenos61. 

 La disponibilidad de la energía asociada a las centrales hidroeléctricas, producto de la 
disminución de los caudales de los ríos.  

 La infraestructura hídrica como puentes, puertos, obras de vialidad, entre otros, se vería 
amenazada por el incremento en la frecuencia e intensidad de eventos hidrometereológicos 
extremos, como aludes, aluviones, y desbordes de ríos, asociados a precipitaciones extremas, 
además de un aumento de la intensidad y frecuencia de las marejadas62.  

                                                           
59 Se espera que al 2100 las pérdidas económicas, sociales y ambientales alcancen el 1,1% del PIB anual (CEPAL, 
2012).  
60 Es decir, presencia de especies endémicas (propias de la zona y que no se encuentran en estado natural en 
otra parte del mundo).  
61 Como el aumento de problemas nutricionales, de enfermedades no-transmisibles, de muertes prematuras, 
o el incremento de problemas mentales como el estrés post-traumático (post-catástrofes) y otras afectaciones 
del estado de ánimo (Ministerio del Medioambiente, 2017).  
62 Además, se esperan afectaciones en sectores económicos como la pesca y la acuicultura, el sector 
silvoagropecuario y el turismo. 
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Los problemas asociados al cambio climático no se distribuyen de modo uniforme a lo largo del país, 
jugando el territorio un factor clave en estos. Por ello, es posible plantear que la vulnerabilidad de 
la población depende fundamentalmente tanto de factores geográficos como socioeconómicos, 
sin ser determinante uno de los dos en todos y cada uno de los casos. Esto no debe eclipsar el hecho 
de que las personas en situación de pobreza suelen sufrir –comparativamente- daños más agudos 
que la población no-pobre ante una misma amenaza, y que su recuperación es mucho más difícil 
por un menor acceso a recursos claves. Más bien, se argumenta que no necesariamente las personas 
en situación de pobreza se ven más expuestas que la población no-pobre a todos los desastres 
posibles, puesto que esto depende factor territorial. Para justificar esta afirmación, se presentan 
dos fuentes de evidencia: la encuesta CASEN, y el estudio de Welz y Krellenberg (2016).  

Nuevamente en su dimensión de Vivienda y Entorno, CASEN consulta si durante los últimos 12 
meses el hogar experimentó pérdida o daño (humano, económico o en los medios de subsistencia) 
como consecuencia de un desastre (natural o antrópico), en base a nueve opciones distintas, de las 
cuales se solicita marcar solo la principal63. En base a la pregunta señalada, el 9,2% de los 
encuestados indica que tuvo pérdida o daño a causa de desastres. Las cuatro opciones con mayor 
proporción de casos son: terremoto o tsunami (3%); inundación, aluvión o anegamiento (2,7%); 
heladas o nevazones (1,3%); e incendios forestales (0,7%). Como se aprecia en el Gráfico 4, la 
proporción de personas que dicen haber experimentado pérdida o daño en su hogar producto de 
desastres varía dependiendo de cada desastre y región. Por ejemplo, las regiones de Aysén y 
Metropolitana, las heladas presentan una proporción de 2,8% y 3,4% respectivamente, en contraste 
con las regiones de la zona norte (Antofagasta, Atacama y Coquimbo), donde no superan el 0,1%. 
Estas últimas tres regiones, en cambio, presentan una alta concentración de personas afectadas por 
inundaciones, aluviones o anegamientos.  

Fuente: Elaboración propia a partir de CASEN 2017 

Para identificar los sucesos que causaron estos daños, es necesario poner atención al periodo en el 
cual se realizó el levantamiento de los datos. Para el caso específico de esta encuesta, el 
levantamiento se inició el 6 de noviembre de 2017 y finalizó el 4 de febrero de 2018. Por ende, 

                                                           
63 Al igual que en la sección anterior, los siguientes resultados se presentan a nivel de personas. 
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Gráfico 4: Durante los últimos 12 meses, ¿alguno de los siguientes desastres 
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considerando como está redactada la pregunta (que consulta por daños o pérdidas en el último 
año), se incluyen aquellos eventos entre el 6 de noviembre de 2016 y el 4 de febrero de 2018. En 
este periodo ocurrieron numerosos eventos meteorológicos extremos que derivaron en 
emergencias. Por ejemplo, según datos relacionados con desastres naturales proporcionados por 
ONEMI64, solo entre el 10 de enero de 2017 y el 17 de marzo del mismo año ocurrieron eventos 
asociados con temporales65 en las comunas de Alto del Carmen, Copiapó, Diego de Almagro, 
Chañaral, Huasco, Tierra Amarilla, Vallenar, Alto Hospicio, entre otras. En mayo de dicho año, el 
temporal había dejado miles de damnificados en la zona norte, entre los que se cuentan personas 
evacuadas, aisladas y albergadas66, además de daños materiales que mantenían a las personas sin 
servicios básicos. En conjunto, estas afectaciones llevaron al gobierno de aquel entonces a decretar 
zona de catástrofe en diversas comunas de esa zona (Cooperativa, 2017b). En este sentido, distintas 
comunidades se ven expuestas a distintos riesgos producto del cambio climático.  

Ahora bien, la población en situación de pobreza concentra una mayor proporción de casos que dice 
haber experimentado algún tipo de pérdida o daño en cada una de las regiones analizada (Gráfico 
5), aunque con apenas un 0,1% de diferencias en el caso de la región metropolitana y un 0,9% en el 
de la región de Aysén. Además, en las regiones de Magallanes y de Arica y Parinacota la relación se 
invierte67. En este sentido, no siempre se evidencian diferencias sustanciales en la exposición de  la 
población pobre y no-pobre a desastres68.  

 
Fuente: Elaboración propia a partir de CASEN 2017 

                                                           
64 Disponibles en la página web del INE: https://www.ine.cl/estadisticas/medioambiente/informes-anuales 
65 Se incluyen precipitaciones, núcleos fríos en altura, y los efectos del sistema convectivo altiplánico, 
asociados a la presencia de tormentas.  
66 En el contexto del sistema frontal ocurrido en la zona norte del país en junio de ese año, cabe destacar que 
al día 7 de ese mes se mantenían 105 personas albergadas en Antofagasta, de las cuales 100 eran personas 
en situación de calle (Cooperativa, 2017a).  
67 En Magallanes el 12,7% de las personas no-pobres experimentaron algún tipo de pérdida por desastres, 
versus el 8,8% de los pobres. En el caso de la Región de Arica y Parinacota, estas cifras alcanzan al 9,6% de las 
personas no-pobres y al 8,8% de las personas pobres.  
68 De todas maneras, este indicador no permite evaluar de manera directa el grado de preparación y respuesta 
de las personas frente a los desastres. Es decir, las personas en situación de pobreza pueden estar menos 
preparados para abordar situaciones de emergencia, y experimentar mayores dificultades para recuperarse 
una vez concluidas, en comparación a la población no-pobre.  
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En línea con lo anterior, Welz y Krellenberg (2016) demuestran empíricamente para el caso de la 
región Metropolitana, que no necesariamente las personas en situación de pobreza son quienes  
presentan mayor vulnerabilidad a los desastres naturales en todos los casos. En concreto, si bien los 
estratos bajos presentan una probabilidad 40% mayor que los demás grupos en la exposición al calor 
extremo (versus los grupos socioeconómicos altos, particularmente el ABC1 que presenta -77,3%), 
se observa la relación inversa al analizar la exposición a inundaciones: el segmento ABC1 presenta 
un 36,7% de probabilidad, versus el -11,4% del grupo C3 y el -6,7% del D. Por ende:  

“la exposición a inundaciones y al calor extremo no se limita a determinado estrato 
socioeconómico. Al contrario, los resultados indican que las familias acomodadas son de igual 
modo vulnerables a los impactos del cambio climático, por su lugar de residencia en zonas de 
alto riesgo de inundaciones, mientras que las familias de bajos recursos están más afectadas 
por el calor extremo” (p. 2016). 

El estudio de Welz y Krellenberg (2016) hace un llamado a identificar las características específicas 
de la vulnerabilidad climática a la que se enfrentan las personas, lo cual es necesario para diseñar e 
implementar políticas más adecuadas a las particularidades de cada contexto. Esto significa que en 
ocasiones puede ser necesario priorizar la preparación de las personas pobres para enfrentar 
ciertos desastres específicos, considerando que pueden encontrarse significativamente más 
expuestos a éstos que a otros. Esto es aplicable, por ejemplo, a las comunidades seriamente 
afectadas por la “megasequía” que se ha extendido por casi una década desde la Región de 
Coquimbo hasta los Lagos69, pero que se ha presentado con especial ímpetu y ha causado grandes 
estragos en la zona central70 (Boisier et al., 2018). Como se detalla en la siguiente sección, situar a 
las personas al centro de la acción social implica reconocer sus necesidades, carencias, demandas e 
intereses específicos. En torno a los problemas específicos que plantean los desequilibrios 
medioambientales, dado que sus expresiones dependen fundamentalmente de cada territorio, sus 
soluciones deben contemplar un marcado componente local y comunitario.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                           
69 Como planteó el vicepresidente del Banco Central, Joaquín Vial, se estima que la sequía presente impactos 
macroeconómicos más bien acotados. Sin embargo, señaló potenciales "costos económicos y sociales 
significativos para la población afectada directamente y que vive en condiciones más vulnerables" 
(Cooperativa, 2019). 
70 Nuevamente, se debe poner énfasis que la pobreza influye negativamente en la capacidad de las personas 
para recuperarse tras una emergencia, y que si bien sus viviendas pueden no estar tan expuestas a 
determinados desastres (como inundaciones, en el caso de la región Metropolitana), su menor calidad las 
vuelve susceptibles a sufrir más daños ante la misma amenaza. 
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4. El rol de la sociedad civil organizada 
 
La sociedad civil organizada está conformada por ciudadanos que se vinculan de modo autónomo 
para tender hacia el bien común. Dicho sector cumple un papel fundamental tanto en la defensa de 
los derechos de las comunidades afectadas a través de acciones de incidencia71, como en la 
promoción de medidas que permitan a las comunidades, hogares y personas afrontar de mejor 
modo los desastres naturales originados en el contexto del cambio climático. En términos generales, 
la sociedad civil organizada cuenta con una destacable capacidad para sensibilizar a la opinión 
pública, movilizar voluntarios, captar donaciones, entre otras funciones especializadas (Irarrázaval 
et al., 2017). Antes de precisar cuál es el rol de las ONGs abocadas a la promoción del desarrollo 
humano72 en este escenario, es necesario definir y problematizar un concepto clave para este 
propósito: el de resiliencia comunitaria. 
 

4.1. Resiliencia comunitaria 
 
El concepto de resiliencia posee diversos significados en distintos campos. En ecología, refiere a la 
capacidad de los sistemas ecológicos para adaptarse –mediante un cambio continuo- a fuerzas que 
amenazan su estabilidad. Así, puede definirse como “la capacidad de un sistema para absorber las 
perturbaciones y reorganizarse mientras experimenta cambios para mantener su misma función, 
estructura, e identidad” (Berkes y Ross, 2013, p. 6). En psicología, por su parte, alude a la capacidad 
de cada individuo para afrontar experiencias adversas, como un proceso continuo de desarrollo 
mediante el cual las personas se adaptan a su entorno, y construyen estrategias para tolerar 
estresores provenientes de él (Buikstra et al., 2010). Desde un punto de vista comunitario, el 
concepto de resiliencia se ha utilizado para referir a “la existencia, desarrollo y uso de los recursos 
comunitarios por los miembros de una comunidad para prosperar en un entorno caracterizado por 
el cambio, la incertidumbre, lo impredecible” (Magis, 2010, p. 401). La resiliencia comunitaria, por 
ende, asume como base el hecho de que los sistemas ecológicos y sociales se influyen mutuamente 
en un sentido tanto positivo como negativo, por lo cual distintos grupos pueden proteger su 
bienestar colectivo trabajando hacia un objetivo en común, a través de la utilización correcta de sus 
recursos disponibles a nivel individual, grupal e institucional (Norris et al., 2008).  

Este concepto presupone que las personas, a nivel comunitario, “reaccionan” ante diversos shocks 
y presiones por parte de su entorno, desplegando estrategias que no necesariamente fortalecen la 
resiliencia comunitaria. La falta de un objetivo común en torno al cual organizarse, es esencial para 
que la agencia de cada individuo u hogar pueda ser utilizada de modo coordinado, y de este modo, 
conduzca a una comunidad resiliente. Así, elementos sociales, económicos, culturales y políticos73 
pueden ser empleados de modo óptimo para el beneficio de los distintos grupos, hogares e 
individuos que componen una comunidad determinada74. En este sentido, la resiliencia por 
separado de cada una de estas unidades (individuos, hogares, grupos heterogéneos y comunidad) 

                                                           
71 Para lograr una distribución equitativa de las cargas medioambientales como sucede con la contaminación. 
72 Como las Fundaciones Hogar de Cristo. 
73 Como el apoyo social, las redes sociales, el sentido de pertenencia, el liderazgo, las creencias, la 
infraestructura, medios tecnológicos, entre otros. Los recursos que pueden ser “invertidos estratégicamente 
en esfuerzos colectivos para hacer frente a objetivos comunitarios compartidos”, se denominan como 
capitales comunitarios (Magis, 2010, p. 406).  
74 De todos modos, como Magis (2010) destaca que la resiliencia comunitaria no equivale a la capacidad para 
actuar con la que cuente una comunidad, sino más bien a la toma de acciones por parte de ésta.  
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está vinculada y se refuerza activamente a través de dinámicas de planificación, innovación, y acción 
colectiva. Si bien las comunidades no pueden controlar y modificar todas las condiciones que las 
afectan, pueden influir en muchas de las cuales definen su capacidad para resistir shocks y presiones 
(Berkes y Ross, 2013). En el largo plazo, la comunidad construye aprendizaje a partir de distintas 
experiencias, acumulando mayor conocimiento sobre su complejidad interna, y tanto amenazas 
como oportunidades disponibles en su entorno natural y social. Por esta razón se suele entender la 
resiliencia como un proceso, más que como un estado o un fin (Magis, 2010). 

En función de lo anterior, el concepto de resiliencia comunitaria aplica mejor a comunidades 
basadas en un territorio determinado, que a comunidades cuyos miembros viven fuera de una 
determinada área. Profundizando en esto, el concepto de comunidad puede referir a grupos de 
personas vinculadas por distintos “tipos” de relaciones (Mulligan et al., 2016). Por ejemplo, se habla 
de comunidades “locales” cuando sus miembros están basados en un mismo lugar, mientras que 
pueden ser “virtuales” cuando personas se vinculan e interactúan en torno a determinado tema75,  
o incluso “imaginadas” cuando las personas se perciben a sí mismas como integrantes de ella, sin 
necesariamente conocerse o interactuar entre sí (Anderson, 2016). En cualquiera de estas 
definiciones una comunidad es más que la suma de sus individuos, en la medida que implican ciertos 
códigos comunes de entendimiento y comprensión del mundo, los cuales son vitales para que las 
personas que la componen construyan su cohesión interna. Por lo mismo, distintos hogares 
anclados a un mismo territorio y, por lo tanto, expuestos a amenazas medioambientales comunes, 
no necesariamente califican como una comunidad.  

Como plantea Bulley (2013), muchas comunidades necesitan ser “fabricadas” antes de ser 
movilizadas por programas dirigidos a fomentar la resiliencia comunitaria. Por ende, en vez de 
aplicar una lógica orientada al “control” o a la “coacción”, tanto el Estado como las ONGs deben 
visibilizar la relevancia que reviste fortalecer los vínculos entre personas vulnerables a una misma 
amenaza medioambiental, y de los beneficios que representa el ejercicio de unir fuerzas y 
coordinarse para responder a determinado problema común (como puede ser la contaminación o 
el riesgo de desastre). Nuevamente, no se espera que la lógica se oriente “desde arriba 
(instituciones) hacia abajo (comunidades)”, sino que proporcione herramientas para que las 
personas, hogares, y comunidades fortalezcan la capacidad de agencia necesaria para enfrentar de 
modo conjunto un problema, lo que implica que en determinado momento puedan actuar “desde 
abajo (las comunidades) hacia arriba (interpelando a las instituciones del Estado, empresas privadas, 
y organizaciones de la sociedad civil)”. El proceso mediante un cual una comunidad se crea y 
sostiene, está ligado con instancias de decisión política, y de modo más básico, con criterios de 
inclusión y de exclusión de personas. 

Sobre esto último, Béné et al. (2016) advierten que el concepto de resiliencia no es necesariamente 
positivo o negativo en términos éticos, puesto que dependiendo de cómo sea utilizado puede ir a 
favor o en contra de la equidad y la justicia social. En palabras de estos autores: “Al reformular los 
problemas del cambio climático o desastres en el marco de la resiliencia, existe el riesgo de 
"retroceder" a interpretaciones técnicas y apolíticas con el riesgo de que las dimensiones de justicia 
social/transformadoras de estas intervenciones sean ignoradas u olvidadas” (p. 609).  

En concordancia con lo anterior, el concepto de resiliencia ha sido criticado tanto por su uso en el 
campo de la psicología como por su interpretación social, puesto que así como puede servir para 
reducir la vulnerabilidad de las personas en situación de pobreza, puede ser empleado 

                                                           
75 Deportes o música, por ejemplo (Bauman, 2001). 
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potencialmente para mantenerlas en ella. Dicho de otro modo, la promoción de la resiliencia 
muchas veces es promovida a través de la “adaptación” a una situación desventajosa:  

“En relación con individuos o comunidades, la resiliencia no está necesariamente 
correlacionada con el bienestar: algunos hogares pueden haber fortalecido su resiliencia pero 
solo en detrimento de su propio bienestar o auto-estima […] En el campo de la ética del 
desarrollo, el reconocimiento de que las personas pueden adaptarse a la pobreza y la 
privación por "aprender a reprimir sus deseos, esperanzas y aspiraciones" ha recibido 
creciente atención […] la literatura sobre estrategias de afrontamiento está llena de ejemplos 
donde los hogares tienden a "absorber" el impacto de un shock al participar en 
comportamiento perjudicial como reducir la cantidad de comidas por día o retirar a sus niños 
de la escuela” (Béné et al., 2016, p.607) 

Esto se conoce como preferencias adaptativas, proceso en el cual las personas ajustan sus 
expectativas y aspiraciones mediante la resignación, para evitar sentir frustración por una 
disminución en su calidad de vida. De cierto modo, este tipo de comportamientos se observa en 
personas que viven –por ejemplo- entornos contaminados por desechos industriales, y que en vez 
de buscar atacar las raíces de dicha contaminación, la aceptan como algo cotidiano y desarrollan 
estrategias para ser “resistentes” a ella (Tironi, 2016). Más aún, la resiliencia: 

“…es neutral hacia los pobres; en otras palabras, no es un concepto pro-pobres; nada en él lo 
hace específicamente vinculado a los pobres, excepto quizás que a los pobres a menudo son 
presentados/asumidos como más vulnerables, o menos resilientes, que otros. Y esta última 
suposición es exactamente donde el concepto de resiliencia comienza a desmoronarse. De 
hecho, a diferencia de lo que la gente parece creer, los hogares pueden ser muy pobres y muy 
resilientes. De hecho, podemos plantear que los pobres crónicos son (por definición) muy 
resilientes -para poder sobrevivir, una persona en situación de calle en las calles de Kolkata o 
Lagos tiene que ser resiliente. Pero claramente lo que estos pobres crónicos necesitan no es 
más resiliencia, sino menos pobreza y menos marginación.” (Béné et al., 2016, p. 615)  

Por ende, la resiliencia no puede “reemplazar” la reducción de la pobreza, sino complementarla. Es 
recomendable que la sociedad civil organizada, y particularmente las ONGs abocadas a promover el 
desarrollo humano bajo el marco de los derechos humanos, adopten con cautela el concepto de 
resiliencia. Puesto de otro modo, resulta pertinente que las ONGs velen por que el uso y aplicación 
del concepto de resiliencia esté provisto de un trasfondo ético, de tal modo que las iniciativas 
inspiradas por él estén adecuadas a los ideales de equidad y justicia social. Finalmente, el concepto 
de desarrollo sostenible apunta justamente a lograr un equilibrio entre distintas dimensiones 
necesarias para asegurar el bienestar humano en el largo plazo. El fomento de la resiliencia, en esta 
línea, debe atender ser compatible con la inclusión social y la superación de la pobreza.  

Otra definición de resiliencia compatible con la reducción de la pobreza y el trabajo por la inclusión 
social, es planteada por ONU-Hábitat (2015a; 2015b) mediante los conceptos de ciudades resilientes 
y ciudades inclusivas. El concepto de ciudades resilientes refiere a las urbes capaces de reducir su 
vulnerabilidad frente a amenazas de todo tipo, aunque se pone particular énfasis en los desastres 
naturales. Una ciudad resiliente no sólo evalúa, planea y actúa para mejorar su capacidad de 
prevención y respuesta ante riesgos latentes mediante la inversión en infraestructura o la simple 
realización de simulacros de acción ante emergencias. La resiliencia urbana implica asegurar, 
también, un desarrollo residencial adecuado para todos sus habitantes, lo que se vincula con la idea 
de ciudades inclusivas. Una ciudad inclusiva se caracteriza por la ausencia de segregación en la 
distribución de sus espacios, además de una participación real de sus habitantes en la toma de 
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decisiones sobre cómo se configura la ciudad. La inclusión social en entornos urbanos, por lo tanto, 
requiere reducir las desigualdades que crean brechas en las condiciones de vida entre distintos 
grupos, y que crean una desigual capacidad para responder ante las vulnerabilidades. Por lo mismo, 
una ciudad inclusiva es también una ciudad más resiliente.  

En línea con lo anterior, también resulta útil el concepto de resiliencia humana propuesto por el 
PNUD (2014), el cual redefine la resiliencia comprendiéndola desde la persona. La base de esta idea 
está en que algunas personas sufren más daño y les cuesta mucho más recuperarse que otras ante 
experiencias adversas, como los desastres naturales. La raíz de ese problema está en las capacidades 
con las que cuentan las personas para funcionar en la sociedad, lo cual mejor al promover el 
desarrollo humano, reducir las desigualdades, promover el respeto a la diversidad, y erradicar la 
pobreza, como será desarrollado en la siguiente sección. 
 

4.2. Reducir la pobreza, participar en el ciclo de gestión de riesgos, y fortalecer el capital 
social 
 
La sociedad civil cumple uno de los principales roles en la construcción de resiliencia a nivel nacional, 
tal como se ha estipulado en los dos marcos internacionales más relevantes en materia de gestión 
de riesgo de desastres: el Marco de Acción de Hyogo (2005-2015) y el Marco de Sendai (2015-2030). 
Sobre el primero, este instrumento internacional fue publicado por la Oficina de las Naciones Unidas 
para la Reducción del Riesgo de Desastres (UNISDR, por sus siglas en inglés) en 2005, con el 
propósito de sentar las bases para que cada país aumente su resiliencia ante eventos de desastre 
natural. Entre otras cosas, el Marco de Acción de Hyogo señala explícitamente que, de cara al 
objetivo de incrementar la resiliencia a nivel nacional, los Estados deben colaborar con múltiples 
sectores y actores sociales, que pueden resumirse en tres: la comunidad científica, el sector privado, 
y la sociedad civil (sin embargo, no resulta del todo explícito sobre cuáles son las funciones de esta 
última, vacío que sí es cubierto por su sucesor).  

El Marco de Sendai (UNISDR, 2015) continúa el camino trazado por el Marco de Hyogo, 
reemplazándolo y estableciendo lineamientos más explícitos para cada uno de los actores 
implicados en la reducción del riesgo de desastres. Nuevamente, si bien los gobiernos tienen la 
mayor responsabilidad en lo que respecta a la protección de las comunidades ante desastres 
naturales, se plantea que: 

“Tiene que haber un enfoque preventivo del riesgo de desastres más amplio y más centrado 
en las personas. Las prácticas de reducción del riesgo de desastres deben contemplar 
amenazas múltiples y ser multisectoriales, inclusivas y accesibles para que sean eficientes y 
eficaces. Si bien cabe reconocer la función de liderazgo, regulación y coordinación que 
desempeñan los gobiernos, estos deben interactuar con los actores pertinentes, entre ellos 
las mujeres, los niños y los jóvenes, las personas con discapacidad, los pobres, los migrantes, 
los pueblos indígenas, los voluntarios, la comunidad de profesionales y las personas de edad, 
en el diseño y la aplicación de políticas, planes y normas. Los sectores público y privado y las 
organizaciones de la sociedad civil, así como la comunidad académica y las instituciones 
científicas y de investigación, deben colaborar más estrechamente y crear oportunidades de 
colaboración, y las empresas deben integrar el riesgo de desastres en sus prácticas de 
gestión.” (UNISDR, 2015, p. 10) 

Similar a lo planteado en la sección anterior sobre la resiliencia comunitaria, esta colaboración 
intersectorial se basa en actividades que promuevan la transmisión de conocimiento, generación de 



36 
 

planes en conjunto, aprovechamiento de recursos, y sistematización de buenas prácticas. Para el 
caso específico de la sociedad civil, el Marco de Sendai establece explícitamente que:  

“La sociedad civil, los voluntarios, las organizaciones de trabajo voluntario organizado y las 
organizaciones comunitarias deben participar, en colaboración con las instituciones públicas, 
para, entre otras cosas, proporcionar conocimientos específicos y orientación pragmática en 
el contexto de la elaboración y aplicación de marcos normativos, estándares y planes para 
reducir el riesgo de desastres, participar en la ejecución de los planes y estrategias locales, 
nacionales, regionales y mundiales, prestar apoyo y contribuir a la sensibilización pública, a 
crear una cultura de prevención y a educar sobre el riesgo de desastres, y abogar por 
comunidades resilientes y por una gestión del riesgo de desastres inclusiva para toda la 
sociedad que refuercen las sinergias entre los grupos, como corresponda.” (UNISDR, 2015p. 
23) 

Aunque cada sector de la sociedad tiene la responsabilidad de realizar acciones pro-resiliencia en el 
marco de la inclusión de los grupos más vulnerables, la sociedad civil organizada cuenta con la mayor 
capacidad (experiencia, conocimiento teórico, medios económicos, infraestructura, etc.) para 
ejercer un rol activo en el fomento de la participación de mujeres, niños y jóvenes, personas con 
discapacidad, adultos mayores, pueblos indígenas, y migrantes (UNISDR, 2015). Este objetivo guarda 
relación con la acción para el empoderamiento climático, nombre con el que se denominó en 2015 
al artículo 6 de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático76: Educación, 
formación y sensibilización del público. Sobre esto, se espera que la sociedad civil, y en particular, la 
sociedad civil organizada, difunda entre la población información sobre las causas y efectos del 
cambio climático, además de implementar iniciativas para promover acciones que contribuyan a 
construir resiliencia en los distintos niveles del país (nacional, regional, comunal y local), con especial 
atención a quienes producto de la desigualdad, marginación, estigmatización y vulneración de 
derechos, se ven más vulnerables a los impactos medioambientales.  

Ahora bien, las organizaciones de la sociedad civil son heterogéneas. En relación con su labor frente 
a los efectos del cambio climático, pueden reconocerse básicamente dos tipos de ONGs: las 
humanitarias y las abocadas al desarrollo humano. Las organizaciones humanitarias se despliegan 
tradicionalmente en situaciones de emergencias por conflictos armados o desastres naturales, con 
el propósito de salvar vidas y aliviar el sufrimiento humano77. La Cruz Roja Internacional corresponde 
a la primera y más influyente de las organizaciones humanitarias a nivel internacional. Por otro lado, 
las organizaciones abocadas al desarrollo humano, como las Fundaciones Hogar de Cristo, trabajan 
permanentemente con poblaciones en situación de pobreza, vulnerabilidad o exclusión social para 
garantizar su acceso a derechos fundamentales y estimular la formación de sus capacidades. 
Además, pueden contribuir en distintas fases del llamado “ciclo de gestión de riesgos”.  

                                                           
76 Para más información sobre esta convención, véase el Anexo I.  
77 Esto queda explícito en el imperativo humanitario, el cual estipula que “Se debe aliviar el sufrimiento 
humano dondequiera que sea necesario. El objetivo de la acción humanitaria es proteger la vida y la salud y 
garantizar el respeto hacia el ser humano.” (CHS, 2015, p. 8). 
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Más concretamente, frente a desastres se contemplan acciones previas para evitar y/o reducir su 
impacto (prevención78, mitigación79), de respuesta para atender sus consecuencias inmediatas 
(evacuación, búsqueda y rescate, alojamiento temporal, suministro de alimentos, combate del 
fuego en incendios forestales etc. (ONEMI, 2002)),  y de recuperación (rehabilitación80 y 
reconstrucción81) una vez que la respuesta ha culminado y que tienen por objetivo retornar el estado 
previo de desarrollo y, en la medida de lo posible, superarlo. Por lo tanto, las ONGs enfocadas en 
promover el desarrollo humano, dentro de las cuales se encuentran las Fundaciones Hogar de Cristo, 
pueden aportar a incrementar la resiliencia de la población a través de distintos tipos de acciones 
en este continuo.  

En primer lugar, las ONGs enfocadas en reducir la pobreza y la exclusión social de por sí aportan de 
manera “implícita”, a enfrentar el cambio climático mediante la realización de actividades –
cotidianas- dirigidas a fomentar el desarrollo humano. Esto se explica porque, como fue 
desarrollado anteriormente en este documento, la situación socioeconómica representa un factor 
crítico en la capacidad de personas, hogares y comunidades para resistir y sobreponerse a eventos 
adversos (Laukkonen et al., 2009).  

Como plantea el IPCC, reducir la pobreza y la exclusión social es un modo fundamental para reducir 
la vulnerabilidad a los impactos del cambio climático, en la medida que las personas cuentan con 
más recursos para mitigar el daño y para recuperase luego de desastres (Olsson et al., 2014). De 
esta manera, la inclusión de poblaciones especialmente vulnerables (adultos mayores, niños y 
jóvenes, personas con discapacidad, etc.), es en sí misma una contribución al incremento de la 
resiliencia social. Como plantean Hallegatte y Rozenberg (2017), si las iniciativas por erradicar la 
pobreza se realizan de modo sostenible, constituyen también una forma de adaptación a las 
amenazas medioambientales. Hallegatte et al. (2014), por su parte, son enfáticos en señalar que el 
cambio climático añade mayor necesidad y urgencia a las políticas para reducir la pobreza, pensando 
en la ventana de oportunidad con la que cuenta la humanidad antes de que sus efectos negativos 
se radicalicen. Cuando las ONGs ligadas al desarrollo  van más allá de lo simplemente asistencial y 
efectivamente logran empoderar y potenciar la autonomía de las personas, se suele hablar de 
“construcción de capacidades” (Eade, 2007). Esta forma de contribución –“pasiva”- de la resiliencia  
influiría indirectamente en todos las fases de la gestión de riesgos, puesto que las personas se 

                                                           
78 Es decir, aplicar medidas para evitar que un evento se convierta en un desastre, como sembrar árboles para 
prevenir los deslizamientos de terreno (UNICEF, 2006). En ocasiones esta fase se entiende más bien como la 
supresión “total” de la probabilidad de desastre, como por ejemplo trasladando un asentamiento humano 
fuera de la zona de riesgo (UNESCO, 2012).  
79 La cual corresponde a las acciones para reducir el daño frente a ciertas amenazas. Por ejemplo, 
fortaleciendo las viviendas para que no se derrumben ante un sismo (UNICEF, 2006). Además de la prevención 
y la mitigación, en ocasiones también se considera una fase de “preparación”, que básicamente apunta a 
describir planes de acción comunitaria como la realización de simulacros o la emisión de alertas (UNESCO, 
2012).  
80 “Corresponde al período de transición comprendido entre la culminación de las acciones de respuesta y el 
inicio de las acciones de reconstrucción. La Rehabilitación consiste en la recuperación, en el corto plazo, de 
los servicios básicos e inicio de la reparación del daño físico, social y económico. (Por ejemplo: 
restablecimiento del servicio de agua potable, de la energía eléctrica o el despeje de caminos).” (IDOM, 2016, 
p. 46).  
81 “consiste en la reparación y/o reemplazo, a mediano y largo plazo, de la infraestructura dañada y, en la 
restauración y/o perfeccionamiento de los sistemas de producción. (Ejemplos: Construcción de viviendas y 
edificios públicos; reparación de carreteras y aeropuertos; reforestación; recuperación agrícola; 
pavimentación de carreteras; ordenamiento territorial). (IDOM, 2016, p. 46).  
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encuentran provistas de mayores recursos y capacidad agencial para preparare, responder y 
recuperarse frente a desastres. 

En segundo lugar, una forma “activa” de mejorar la resiliencia comunitaria por parte de las ONGs 
que trabajan en pro del desarrollo humano, está en la ya mencionada entrega de bienes de primera 
necesidad en momentos de respuesta y rehabilitación. Las ONGs abocadas al desarrollo que 
intervienen creando infraestructura, también pueden contribuir activamente en la etapa de 
reconstrucción. Para hacer bien el bien, se espera que estas acciones estén guiadas por estándares 
técnicos internacionales basados en evidencia, como los del Manual Esfera (El Proyecto Esfera, 
2018), que además está enfocado íntegramente en la provisión de ayuda bajo el enfoque de 
derechos humanos.  

En tercer lugar, las ONGs enfocadas en la promoción del desarrollo humano pueden contribuir a 
la resiliencia comunitaria al favorecer el desarrollo capital social82 de las comunidades. En este 
sentido, las ONGs enfocadas al desarrollo se caracterizan por realizar un trabajo con un componente 
altamente territorial. La presencia de programas residenciales o ambulatorios de carácter 
permanente, les provee la oportunidad de conocer a los habitantes de dichas zonas, además de 
crear vínculos entre las personas, hogares y comunidades y otras entidades tanto públicas como 
privadas (Berkes y Ross, 2013). Esta última función, la de servir como puentes de articulación inter-
sectorial de organizaciones e instituciones, puede ser de gran relevancia para las comunidades. 
Como señala Agrawal (2008) al respecto:  

“Los impactos climáticos afectarán a los grupos sociales desfavorecidos de manera más 
desproporcionada, y las instituciones locales influyen en cómo los diferentes grupos sociales 
obtienen acceso y pueden usar activos y recursos. La adaptación al cambio climático es 
inevitablemente local y las instituciones influyen en la adaptación y la vulnerabilidad climática 
de tres maneras críticas: a) estructuran los impactos y la vulnerabilidad, b) median entre las 
respuestas individuales y colectivas a los impactos climáticos y por lo tanto dan forma a los 
resultados de la adaptación, y c) actúan como medio de entrega de recursos externos para 
facilitar la adaptación…” (p. 3) 

Aldrich y Meyer (2015) resaltan la necesidad de que las ONGs no solo fomenten la resiliencia 
comunitaria a través elementos materiales, como las transferencias monetarias o la facilitación de 
infraestructura. Según los autores, la creación de vínculos fuertes con los vecinos, incluyendo la 
mantención de un vínculo directo con líderes locales83, es fundamental para canalizar de mejor 
modo la ayuda antes, durante y después de los desastres. Las ONGs, en este sentido, cuentan con 
el potencial de crear puentes entre las personas, hogares y comunidades con redes formales 
(servicios del Estado, empresas privadas, u otras ONGs, por ejemplo), y de construir vínculos tanto 
dentro como entre las mismas comunidades, lo cual construye confianza entre sus actores y 
fortalece la cohesión social (Banks y Hulme, 2012)84. En este punto, es posible plantear que la 
cohesión social también se traduce en una mayor capacidad de acción colectiva, la cual permite que 
las comunidades puedan presionar para modificar situaciones de, por ejemplo, contaminación 
medioambiental producto de actividades industriales.  

                                                           
82 Es decir, las redes de contactos que permiten a las personas acceder a recursos relevantes para su bienestar 
(Lin, 2017).   
83 Como podría ser el comandante del cuerpo de bomberos del sector, por ejemplo. 
84 La cohesión social, por su parte, guarda relación con el grado de consenso, participación y sensación de 
justicia compartida en una sociedad y momento determinado (Hopenhayn, 2007). 
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En cuanto a la resiliencia comunitaria frente a desastres, autores como Aldrich (2010) e Islam y 
Walkerden (2015) demuestran que la existencia de vínculos entre las ONGs y los hogares puede 
agilizar y optimizar su recuperación tras el impacto inicial, particularmente en lo que respecta a la 
entrega de bienes básicos en momentos de respuesta (comida, agua, abrigo, etc.) y en la reparación 
de servicios básicos. Esto se explica por un mejor conocimiento por parte de la ONG de las 
necesidades de cada hogar, por una comunicación más directa y fluida entre ambas partes, y por la 
capacidad de las ONGs de vincular a las personas, hogares y comunidades con otras redes formales.  
 

4.3. ¿Cómo pueden contribuir las Fundaciones Hogar de Cristo a la reducción de la 

vulnerabilidad ante amenazas medioambientales? 
 
En primer lugar, se sugiere que las Fundaciones Hogar de Cristo identifiquen los riesgos 
medioambientales a los cuales se exponen las personas y comunidades que participan directa o 
indirectamente en sus programas, ya sea que se trate de amenazas vinculadas a desastres naturales 
o a la contaminación crónica del aire, la tierra o el agua potable. Además, se recomienda considerar 
los efectos que conlleva la erosión de los recursos naturales en zonas sujetas a, por ejemplo, la 
sobreexplotación de recursos pesqueros, lo cual afecta los medios de vida de las personas e 
intensifica tanto la pobreza como la exclusión social. Asimismo, pensar en una institución sensible 
los problemas medioambientales en el contexto del cambio climático, conlleva un esfuerzo por 
anticipar cambios en los patrones de desplazamiento (migración) al interior del país, puesto que se 
esperan traslados masivos de personas desde lugares azotados por el estrés medioambiental (como 
la sequía), hacia centros urbanos en búsqueda de mayores oportunidades laborales.  

En la línea del trabajo comunitario, la evidencia sugiere abordar los problemas medioambientales85 
con especial atención a las dificultades y recursos específicos de cada comunidad, lo que implica 
considerar elementos sociales, económicos y políticos claves, tales como las fuentes de trabajo 
disponibles en el sector; la presencia de controversias y las acciones colectivas que han emprendido 
los pobladores; los planes trazados por el gobierno para promover el desarrollo en la zona; los 
vínculos existentes entre las comunidades y sectores relevantes de la institucionalidad política 
(gobierno) y económica (empresarios); entre otras.  

En segundo lugar, es necesario resaltar que diferentes problemas medioambientales presentan 
distintos orígenes, y por ende, requieren métodos de abordaje acordes a la naturaleza de cada uno. 
 

a. Desastres 
 

Respecto a labor que pueden realizar las ONGs abocadas al desarrollo social para contribuir a la 
prevención, respuesta y recuperación de comunidades ante emergencias producto de desastres 
naturales, podemos mencionar: sensibilización respecto al problema; organizar actividades para 
promover buenas prácticas ante emergencias; modos eficaces de suministrar bienes que aseguren 
alimentación y alojamiento temporal; metodologías eficientes de realizar campañas de donaciones; 
organizar la captación y coordinación de voluntarios, entre otras acciones que se desprenden de sus 
recursos materiales, expertise técnica, despliegue territorial, e iniciativas de coordinación con otras 
organizaciones e instituciones relevantes.  

                                                           
85 Ya sean amenazas naturales y problemas específicos ligados a la contaminación. 
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Las Fundaciones Hogar de Cristo, en consonancia con su amplia presencia territorial y capacidades, 
han participado autónomamente en el suministro de ayuda en las etapas de rehabilitación y 
reconstrucción de algunas emergencias, como ocurrió en mayo de 2017, proporcionando más de 
50.000 litros de agua a las personas damnificadas por el desborde de ríos en Copiapó, y más 
anteriormente en enero de ese año mediante la construcción de un jardín infantil en la localidad de 
Santa Olga, consumida por los incendios forestales. Además, en este último desastre la institución 
contribuyó entregando miles de kits de emergencia en alianza con otras organizaciones, y 
convocando a numerosos aportantes. Por otra parte, la institución contribuye diariamente a la 
construcción de un país más resiliente mediante la reducción de la pobreza y la exclusión social, 
poniendo especial énfasis en el desarrollo de las capacidades de personas especialmente 
vulnerables, como lo representan sus líneas temáticas. En este sentido, las personas en situación de 
calle, los adultos mayores con pérdida de autonomía, o los niños gravemente vulnerados en sus 
derechos, resaltan como ejemplos de poblaciones que, ante un potencial evento de desastre, 
cuentan con menores recursos para resistir y sobreponerse a sus impactos.  
 

b. Contaminación 
 
La posible acción de las Fundaciones Hogar de Cristo para proteger el derecho de personas, hogares 
y comunidades a vivir en un ambiente libre de contaminación, corresponde a una potencial actividad 
capaz de nutrirse del ejemplo de otras organizaciones Jesuitas en América Latina, con vasta 
experiencia en materia ecológica. Como plantea Delgado (2016), durante las últimas dos décadas 
los centros sociales pertenecientes a la congregación han intensificado su involucramiento en la 
defensa de comunidades afectadas por problemas medioambientales, interpelados por la creciente 
degradación de los ecosistemas y la proliferación de conflictos de contenido ambiental en la 
región86. De entre los planes que han sido formulados en este ámbito, se encuentra la elaboración 
de proyectos para apoyar a las comunidades rurales en la generación de modelos alternativos de 
desarrollo (basados en el uso sostenible de recursos naturales), o la focalización en estrategias de 
abogacía mediante la judicialización de casos de violación de derechos fundamentales a través de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Sobre esto último, también se han diseñado y 
desplegado acciones integrales para influenciar a tomadores de decisión claves en el cumplimiento 
de las demandas comunitarias, lo que incluye aplicar estrategias de acompañamiento y educación 
a las comunidades afectadas.  

En relación con lo anterior, la pobreza y la exclusión social limita la capacidad de las personas para 
acceder a mecanismos judiciales que les permitan exigir el cumplimiento de sus derechos, en parte 
por falta de conocimiento sobre la responsabilidad que tienen las instituciones en la protección de 
los derechos humanos, y porque tampoco se cuenta con la capacidad necesaria para desarrollar 
estrategias judiciales o políticas que les permitan entablar demandas (Delgado, 2016; Mascareño y 
Carvajal, 2015). Conscientes de este problema, numerosos centros Jesuitas han desarrollado 
estrategias para construir capacidades entre los líderes de las comunidades, que les permitan 
visibilizar su vulneración de derechos fundamentales, y traducir política y jurídicamente sus 
exigencias. De modo complementario, otros centros se han abocado a la producción de 
conocimiento a través de la investigación de conflictos socio-ambientales, como recurso valioso 

                                                           
86 El Centro de Investigación y Educación Popular (CINEP) en Colombia, y el Equipo de Reflexión, Investigación, 
y Comunicación (ERIC) en Honduras, resaltan como ejemplo de organizaciones jesuitas abocadas a la 
protección de las comunidades ante la vulneración de sus derechos por motivos medioambientales (Delgado, 
2016).   
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para servir de insumo a posteriores acciones en el plano de la incidencia. En este caso, se busca 
llenar un vacío de información respecto al impacto de la contaminación medioambiental en la 
cotidianeidad de los hogares, lo que incluye una caracterización de su salud, estilos de vida, cultura, 
participación política, entre otros ejemplos, como una forma de conocimiento que se produce desde 
abajo hacia arriba. En conjunto, la realización de investigaciones en torno a las condiciones de vida 
de las comunidades afectadas, en conjunto con prácticas de abogacía jurídica e incidencia en 
políticas públicas, permite a las ONGs velar porque la distribución de los costos y beneficios que 
implican las medidas que dañan o protegen el medioambiente, sean discutidas, consensuadas, y por 
ende, legítimamente distribuidas en la población.  

En el caso de las Fundaciones Hogar de Cristo, estas cuentan con una amplia presencia territorial 
nacional, lo que le permite entrar en contacto con múltiples comunidades. Conocer su historia, 
identificar los servicios tanto públicos como privados disponibles, así como generar vínculos con 
agrupaciones locales, empresas privadas y otras ONGs en el territorio, le posibilita tomar acciones 
más atingentes para reforzar los vínculos entre los distintos actores que componen la comunidad 
en cuestión, además de eventualmente poner en práctica los ejemplos señalados a lo largo de esta 
sección.  
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Conclusiones 
 
Es posible afirmar que las personas en situación de pobreza y exclusión social se encuentran más 
vulnerables a las amenazas medioambientales que el resto de la población. En torno a esto, suelen 
estar más expuestas a los desastres naturales87, sufrir más daños al recibir su impacto, y su 
recuperación tiende a ser más lenta y difícil que en comparación a las personas no-pobres. Además, 
cuentan con una menor capacidad para hacer valer sus derechos civiles relativos a la participación 
en decisiones que pueden afectar su bienestar, lo cual los vuelve más vulnerables frente a la desigual 
distribución de los costos y beneficios medioambientales (como la contaminación o los impuestos 
verdes). El solo hecho de vivir en un medioambiente expuesto a desastres naturales o 
contaminación constituye una forma de privación que puede afectar el cumplimiento de derechos 
fundamentales, en la medida que constituye una de las dimensiones del bienestar humano. No 
obstante, la relación entre la pobreza y el medioambiente es compleja, con características que 
dependen en gran medida de cada contexto territorial. Pero más allá de estas particularidades,  

La clave está promover un desarrollo realmente sostenible, capaz de impulsar el crecimiento 
económico y la protección del medioambiente bajo una perspectiva ética que ponga la equidad, la 
justicia social y la dignidad humana al centro. De otro modo, el estímulo de la productividad y el 
cuidado del planeta implicarán sacrificios que serán asumidos por quienes poseen menos recursos 
para oponerse a ellos. A pesar del significativo crecimiento económico y disminución de la pobreza 
por parte del país, Chile no está ajeno a este tipo de desigualdad, lo cual nos interpela sobre cuáles 
son los costos de ese crecimiento y quiénes lo están asumiendo.  

La sociedad civil cuenta con un rol fundamental en lo que respecta a la construcción de resiliencia 
social, concepto que necesariamente debe ser entendido desde la ética de los derechos humanos 
para ser congruente con el desarrollo humano. Dicho de otra manera, no se espera que las personas 
en situación de pobreza y exclusión social se “adapten” a los problemas medioambientales 
mediante la resignación y la renuncia a ejercer derechos básicos, sino que –justamente- esa forma 
de adaptación les permita garantizar sus derechos fundamentales. Por último, las ONGs abocadas 
al desarrollo humano, como parte de la sociedad civil, disponen de distintas aproximaciones para 
contribuir a la construcción y el fortalecimiento de la resiliencia a escala comunitaria. La reducción 
de la pobreza y la inclusión social, la participación en momentos claves del ciclo de gestión de riesgos 
poniendo a disposición sus recursos y expertise, y el fortalecimiento de los vínculos entre -y dentro 
de- as comunidades y otros actores organizacionales e institucionales, son ejemplos de este tipo de 
medidas.  
 
 
 
 
 

                                                           
87 Aunque como fue detallado, la relación entre la exposición y la pobreza no es automática. En algunos casos 
la distribución urbana ubica a los sectores de mayores recursos en ciertas zonas expuestas a cierto tipo de 
desastres, y a los de menor nivel socioeconómico a otros, como ocurre en el caso de la Región Metropolitana 
de Santiago (Welz y Krellenberg, 2016). Lo importante, en este caso, es atender este tipo de especificidades, 
sin perder en cuenta que las personas en situación de pobreza tienen menos alternativas para elegir donde 
vivir. Por ende, pueden verse presionadas a radicarse en lugares expuestos a desastres, como sucede en las 
viviendas ubicadas en los cerros de Valparaíso, altamente expuestas a los incendios (Kapstein y Gálvez, 2014). 
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Anexo I: Marcos jurídicos internacionales 
 

El concepto de desarrollo sostenible comenzó a tomar fuerza desde 1980, cuando la Unión 
Internacional para la Conservación de la Naturaleza (UICN) presentó la Estrategia Mundial de 
Conservación (EMC). Más tarde en 1987, la Comisión Mundial sobre Medio Ambiente y Desarrollo 
(CMMAD) publicó el célebre documento “Nuestro Futuro Común”, conocido también como el 
Informe Brundtland, en el cual se plantea la imposibilidad de alcanzar el desarrollo económico y 
social al costo del deterioro medioambiental (Lu et al., 2016). 

Respecto al estudio del cambio climático, el IPCC ha publicado cinco grandes informes para 
actualizar su descripción del fenómeno. En el último informe hasta ahora, se concluyó que es 
extremadamente probable (95% de certeza) que los humanos sean la causa dominante del actual 
calentamiento global (IPCC, 2014). Como resultado del uso intensivo de combustibles fósiles88, la 
superficie terrestre se ha calentado en 0,85°C en promedio entre 1880 y 2012, y en algunas regiones 
se ha experimentado un aumento de más de 1,5°C en al menos una temporada (IPCC, 2014). Más 

aún, desde el año 2000 la concentración de CO2 se ha aumentado 10 veces más rápido que cualquier 

incremento sostenido de CO2 durante los últimos 800.000 años (Bereiter et al., 2015). Pero no todos 
los países contribuyen de igual modo a la emisión de GEI. Desde la Segunda Revolución Industrial 
hasta nuestros días, la principal fuente de energía proviene de los hidrocarburos. Puesto que una 
mayor capacidad productiva implica un mayor uso de energía, los denominados países 
“industrializados” (o “desarrollados”) son los que más contaminan con GEI: entre 1990 y 1999 
contribuyeron con el 79% del total de emisiones (WRI, 2018)89. Sin embargo, los países pobres son 
los más expuestos y vulnerables a los efectos negativos del cambio climático (Hallegatte & 
Rozenberg, 2017; Hallegatte et al., 2015; Barbier, 2010; Dasgupta et al., 2005).  

Los esfuerzos internacionales para enfrentar las causas y los efectos del cambio climático se han 
expresado en una serie de tratados internacionales. El antecedente más relevante en materia de 
protección frente al cambio climático corresponda a la Convención Marco de las Naciones Unidas 
sobre el Cambio Climático (CMNUCC), surgida con motivo de la Cumbre de la Tierra de Río de Janeiro 
en 1992. Este documento busca facilitar las negociaciones entre los países, para estabilizar las 
emisiones de GEI a un nivel que no interfiera peligrosamente con el sistema climático (ONU, 1992). 
Actualmente, la CMNUCC ha sido ratificada por 197 países90, lo cual significa una adopción 
prácticamente universal. En 1997, el CMNUCC fue complementado con el Protocolo de Kyoto, que 
estableció por primera vez obligaciones concretas y vinculantes a los países desarrollados en su 
reducción de GEI. Sin embargo, el país que históricamente más ha contribuido a la emisión de GEI, 
Estados Unidos, nunca ratificó el protocolo91.  

El Protocolo de Kyoto contempló un primer periodo de compromisos, que se extendió entre 2008 y 

2012, y un segundo periodo entre 2012 y 2020. En 2015 se elaboró su sucesor, el Acuerdo de París, 

                                                           
88 Petróleo, gas natural, gas licuado del petróleo y carbón. 
89 En términos específicos, EEUU contribuyó con el 30,3%, Europa con el 27,7%, y Rusia con el 13,7% (WRI, 
2018). Según datos de 2017, China era responsable del 26,83% de la emisión total de GEI, seguido por EEUU 
(14,36%), la Unión Europea (9,66%), India (6,65%), Rusia (5,03%), Japón (3,09%), y Brasil (2,33%) (WRI, 2017). 
90 Que se denominan como “Partes”. 
91 Además, Canadá se retiró en 2012, mientras que Japón y Rusia no lo renovaron una vez concluido su primer 
periodo de compromisos. Estos tres países, al igual que EEUU, argumentaron que la adopción del protocolo 
podía significar una seria pérdida de ventaja competitiva con sus competidores comerciales (Cooperativa, 
2011). 
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cuyo objetivo a largo plazo es “mantener el aumento de la temperatura media mundial muy por 

debajo de 2°C con respecto a los niveles preindustriales, y proseguir los esfuerzos para limitar ese 

aumento de la temperatura a 1,5°C con respecto a los niveles preindustriales, reconociendo que 

ello reduciría considerablemente los riesgos y los efectos del cambio climático”92 (UNFCC, 2015, 

p.2). Además, se pone énfasis en la necesidad de mitigar sus efectos por medio de la construcción 

de resiliencia en las comunidades, los medios de vida93 y los ecosistemas94. Hasta marzo de 2019, 

195 miembros del CMNUCC han firmado el Acuerdo, y 186 lo han ratificado95.  

Además de los puntos en común más evidentes96, el Acuerdo de París establece que la reducción de 
los GEI debe ser promovida “sobre la base de la equidad y en el contexto del desarrollo sostenible 
y de los esfuerzos por erradicar la pobreza” (UNFCC, 2015, p.3). Así, este tratado recoge un 
propósito fundamental de la Agenda 2030 y los ODS: la articulación de la protección medioambiental 
con la reducción de la pobreza97, bajo el eje del desarrollo sostenible y el marco ético de la equidad.  

Sobre este último concepto, la equidad es esencial para promover la defensa del medioambiente 
bajo condiciones que protejan el bien común, al establecer que no cualquier tipo de medida es válida 
cuando se trata de protección medioambiental. Más específicamente, según el Quinto Informe de 
Evaluación del IPCC, la equidad refiere a “la distribución comparativa de beneficios y cargas para 
determinados estados, personas o generaciones, y en términos de sus probables impactos sobre el 
desarrollo sostenible y pobreza” (Allen, 2018, p. 55). De este modo, se reconoce la necesidad de 
asegurar la equidad en tres frentes: inter-generacional, internacional y nacional, lo cual apela a una 
justa distribución de los recursos y de la toma de decisiones críticas para el bienestar humano.  

Desde 1995, los países que han ratificado el CMNUCC se reúnen anualmente en las llamadas 
Conferencias de las Partes (o simplemente COP, por su nombre en inglés98), reuniones que permiten 
evaluar el progreso en la reducción de GEI a partir de las obligaciones contraídas bajo el Protocolo 
de Kyoto, lo cual implica establecer obligaciones vinculantes para que los países desarrollados se 
comprometan a reducir su emisión de GEI. 
 

  

                                                           
92 Chile, en el marco del Acuerdo de París, ha suscrito el compromiso de “reducir sus emisiones nacionales de 
GEI por unidad del PIB en 30% al año 2030, con respecto a las emisiones de 2007” (Stevens, 2019, p. 102). De 
todos modos, la contribución de Chile a la producción global de GEI alcanza apenas el 0,2% (WRI, 2017).  
93 También se les denomina medios de subsistencia, como se menciona en la Encuesta CASEN (MINDES, 2017). 
94 Artículo 8.  
95 En 2017, la administración del presidente estadounidense Donald Trump expresó su intención de retirar al 
país del Acuerdo de París (Chakraborty, 2017). De acuerdo con el artículo 28 del tratado, el retiro efectivo no 
es posible sino hasta tres años después de que el Acuerdo entrase en efecto en el país, lo cual se encuentra 
dentro del periodo del actual gobierno (UNFCC, 2015). 
96 Como el ODS N°13 (Acción por el Clima), que está formulado explícitamente para responder al cambio 
climático. El cambio climático, además, es mencionado en los ODS N°1 (meta N°5), N°2 (meta N°4), N°11 (meta 
N°8), y N°12 (meta N°8). 
97 Preámbulo y artículos 2, 4 y 6.  
98 Conferences of the Parties. 
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Anexo II: Cambio climático y derechos humanos 
 

De los tratados internacionales señalados, el Acuerdo de París fue el primero en hacer alusión a los 
derechos humanos, referencia presente en su preámbulo: 

“Reconociendo que el cambio climático es un problema de toda la humanidad y que, al 
adoptar medidas para hacerle frente, las Partes deberían respetar, promover y tener en 
cuenta sus respectivas obligaciones relativas a los derechos humanos, el derecho a la salud, 
los derechos de los pueblos indígenas, las comunidades locales, los migrantes, los niños, las 
personas con discapacidad y las personas en situaciones vulnerables y el derecho al 
desarrollo, así como la igualdad de género, el empoderamiento de la mujer y la equidad 
intergeneracional,” (UNFCC, 2015, p.1) 

Considerar el cambio climático desde el punto de vista de los derechos humanos implica resguardar 
el bienestar de las personas en una amplia cantidad y diversidad de derechos fundamentales, 
especialmente de los grupos más vulnerables. Se prevé que los impactos de este proceso afectarán 
radicalmente el modo de vida de cientos de miles de personas (Roy et al., 2018; IPCC, 2019), 
constituyendo una seria amenaza para el cumplimiento de sus derechos (Tabla N°1). 

 

Tabla N°1: Ejemplos del impacto del cambio climático en derechos humanos 
específicos 

Impacto del cambio 
climático 

Impacto en los sistemas 
humanos/sociales 

Derechos humanos afectados 

Riesgos de temperatura 
Incrementos en los riesgos de 

salud/muertes por enfermedades y 
desastres naturales 

Derecho a la vida 

Riesgo de eventos 
meteorológicos 

extremos 

Incremento de la inseguridad 
relacionada con el suministro de agua 

Derecho a la vida; derecho a un 
estándar de vida adecuado 

Amenazas a ecosistemas 
únicos 

Pérdida de medios de vida 

Derecho a alimentación Cambios en las 
precipitaciones y 

distribución del agua 

Cambios en productividad agrícola y 
en la producción de comida 

Amenazas a la 
biodiversidad 

Amenazas a la seguridad/cohesión 
social 

Derecho a la cultura 

Incremento del nivel del 
mar, inundaciones y 
tormentas marinas 

Efectos perjudiciales en los 
asentamientos humanos 

Derecho a la propiedad; 
derecho a una vivienda 

adecuada 

Eventos catastróficos a 
gran escala 

Pérdida de terrenos y propiedades 
que llevan a la migración y al 

desplazamiento 

Derecho a una vivienda 
adecuada 

Impacto en servicios públicos Derecho a la Educación 

Daño a infraestructura vital para la 
producción y prestación de servicios 

Derecho al trabajo 
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Pérdida de la integridad cultural 
Derecho a la cultura; derecho a 

la propiedad 

Disminución de los recursos naturales 
que proveen los ecosistemas 

Derechos de las mujeres, niños 
e indígenas 

Distribución de los impactos (las 
personas vulnerables, pobres y 
marginalizadas son golpeadas 

primero y más fuerte) 

Derecho a la auto-
determinación 

Fuente: Elaboración propia a partir de Robinson y Shine (2018) 
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Anexo III: Carta encíclica Laudato si’, sobre el cuidado de la casa 

común 
 

Publicada en junio de 2015, Laudato Si’ corresponde a la segunda encíclica redactada por el papa 

Francisco, en la cual aborda de modo explícito los problemas socio-ecológicos que afectan a la 

humanidad en la actualidad, y que se espera que se agraven en las siguientes décadas. En este 

documento, Francisco es enfático en visibilizar el vínculo entre la protección medioambiental y la 

búsqueda de la justicia social mediante la erradicación de la pobreza, como dos problemas que 

comparten una forma de comprender el mundo centrada en el individualismo. “La misma lógica 

que dificulta tomar decisiones drásticas para invertir la tendencia al calentamiento global es la que 

no permite cumplir con el objetivo de erradicar la pobreza. Necesitamos una reacción global más 

responsable, que implica encarar al mismo tiempo la reducción de la contaminación y el desarrollo 

de los países y regiones pobres.” (2015, p. 134).  

Esta encíclica advierte sobre la actitud dominadora e irresponsable de los humanos en su interacción 

con la naturaleza, como una de las figuras “más abandonadas y maltratadas” (Papa Francisco, 2015. 

p. 3) por la sociedad. Una perspectiva enfocada excesivamente en los beneficios a corto plazo, 

representada en prácticas como el consumismo y el uso de fuentes energéticas altamente 

contaminantes, son identificadas por Francisco como ejemplos de la desconexión entre la 

humanidad y el respeto por el planeta que habita99. Tras este tipo de acciones existe una mentalidad 

que ignora la dependencia que los humanos tienen del medioambiente, en la medida que aunque 

se tienda a ignorar, personas y naturaleza forman parte de un mismo sistema. Como planteó 

anteriormente Benedicto XVI, el vínculo entre la sociedad y naturaleza se ve dañada cuando 

“nosotros mismos somos las últimas instancias, donde el conjunto es simplemente una propiedad 

nuestra y el consumo es sólo para nosotros mismos. El derroche de la creación comienza donde no 

reconocemos ya ninguna instancia por encima de nosotros, sino que sólo nos vemos a nosotros 

mismos” (p.7).  

Francisco señala diversas actitudes como obstáculos a la solución de la crisis medioambiental, entre 

las que se encuentran la negación de los problemas ecológicos, la indiferencia, la resignación, o 

incluso la confianza ciega en que nuevas tecnologías nos permitirán resolver sin mayores 

contratiempos la escasez de recursos, la contaminación de las aguas, o el calentamiento de la 

atmósfera terrestre. En línea con el concepto de desarrollo sostenible, también plantea que las 

soluciones parciales, es decir, las que trabajan sobre áreas específicas del quehacer humano sin 

considerar la mutua dependencia de esferas como la economía, la política, la cultura y el 

medioambiente. En palabras de Francisco: “No hay dos crisis separadas, una ambiental y otra social, 

sino una sola y compleja crisis socio-ambiental. Las líneas para la solución requieren una 

aproximación integral para combatir la pobreza, para devolver la dignidad a los excluidos y 

simultáneamente para cuidar la naturaleza.” (2015. p. 108). El enfoque, por lo tanto, debe ser global 

y expresarse en un proyecto común a la humanidad.  

                                                           
99 “Si nos acercamos a la naturaleza y al ambiente sin esta apertura al estupor y a la maravilla, si ya no 
hablamos el lenguaje de la fraternidad y de la belleza en nuestra relación con el mundo, nuestras actitudes 
serán las del dominador, del consumidor o del mero explotador de recursos, incapaz de poner un límite a sus 
intereses inmediatos” (Papa Francisco, 2015. p.11). 
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Como ejemplo tangible de la interconexión entre la ecología y el desarrollo humano, puede 

mencionarse cómo la desigualdad entre y dentro de los países estimula el establecimiento de 

relaciones económicas abusivas: “el consumo de narcóticos en las sociedades opulentas provoca 

una constante y creciente demanda de productos originados en regiones empobrecidas, donde se 

corrompen conductas, se destruyen vidas y se termina degradando el ambiente” (Papa Francisco, 

2015. p. 112). Una propuesta para hacer frente a esta problemática se encuentra en el concepto de 

ecología integral, que basada en una noción de solidaridad universal, busque modificar el 

comportamiento humano y revertir sus efectos negativos en el ámbito medioambiental pero 

también social. El bien común, en este punto, es un principio central en la medida que presupone 

el respeto de los derechos fundamentales y de la dignidad humana, además de incorporar a la 

naturaleza como un actor a considerar al momento de evaluar a quiénes afecta o beneficia una 

acción determinada. Además de incorporar al medioambiente, el bien común apela a pensar en el 

destino compartido que enfrentará de la humanidad al momento de tomar decisiones, o en otras 

palabras, a actuar bajo el marco de la solidaridad intergeneracional. Porque la tierra es de todos, es 

de nadie en particular, lo cual incluye a la generación presente100. 

                                                           
100 Los Obispos de Portugal han exhortado a asumir este deber de justicia: «El ambiente se sitúa en la lógica 
de la recepción. Es un préstamo que cada generación recibe y debe transmitir a la generación siguiente». Una 
ecología integral posee esa mirada amplia.” (Francisco, 2015. p. 123). 


